ES Y $ 


ne Republic S 


THE LIBRARY OF THE 
UNIVERSITY OF 
NORTH CAROLINA 


DAR Po 
IIA .-] 
p e 
DIAN e 
al “Ml 
y 


ENDOWED BY THE 
DIALECTIC AND PHILANTHROPIC 
SOCIETIES 


HDOL2h 


A 
c6hk 


UNIVERSITY OF N.C. AT CHAPEL HILL 


Ms PET A 


a 


E : 
es Pe 
) PA 


BUENOS AIRES 
$ E SS AI A 


INTRODUCCIÓN 


Puede arruinarse a una Empresa Na- 
cional antigua y meritoria, que alimenta 
necesidades primarias de la población, y 
al mismo tiempo con sus contribuciones 
al Fisco Nacional, Provincial y Munici- 
pal, porque así le plugo a un señor Co- 
misionado Municipal? 


Ya 


Ha llamado recientemente la atención la noticia de 
“que la Compañía Sansinena de Carnes Congeladas ha 
sido condenada al pago de más de tres millones y me- 
| dio de pesos en el juicio ejecutivo que le promoviera un 
“señor Germán Felipe. Blair patrocinado por Don Anto- 
mio C. Frers ante los Tribunales de La Plata por cobro 
ejecutivo de multas procedentes de infracciones a las 
ordenanzas de impuestos de la Municipalidad de Ave- 
Haneda. Desde luego resulta inexplicable que se pro- 
huncie sentencia condenatoria por infracciones a orde- 
“nanzas municipales, en un Juicio en que la Municipa- 
lidad presunta víctima de las pretendidas infracciones, 
no ha sido parte. Tal anomalía, con ser muy grande, 
jueda sin embargo relegada a segundo plano si se la 
compara con las teorías extraordinarias que sirven de 


Sl 


fundamento a la sentencia dictada por el señor Juez 
Suclagowsky. 

Aunque molestos y a la larga intolerables los errores 
y extravíos de los funcionarios administrativos y del 
poder político, pueden sobrellevarse mientras no se com- 
ique en ellos la Justicia, porque entretanto el cami- 


lidad de los casos no es lícito quejarse mientras no se: 
han agotado los recursos legales, no es menos cierta la 
alarma que produce una resolución judicial desdeñosa 
de los más elementales fundamentos del orden público, 
cualquiera que sea la instancia de donde proceda. | 

Es para contrarrestar esa alarma y atenuar el deseré- 
dito que puede representar la sentencia del Juez señor 
Szelagowsky de La Plata, ampliamente difundida, que 
la Compañía Sansinena se decide a hacer esta publica- 
ción. Si acaso pareciera extraordinaria la actitud, más 
extraordinario es el hecho que la motiva; y nunca podrá 
juzgarse exagerado el movimiento defensivo contra un 
avance inopinado y gratuito, llevado a cabo mientras 
se cree vivir en un ambiente de legalidad y de respeto, 
ejercitando los resortes del orden en la confianza qui 
ofrecen las instituciones escritas del país. 

En la trama, complicada en apariencia, que a veces 
presentan las distintas jurisdicciones combinadas, con 
sus juegos de leyes de forma y de fondo y de ordenan: 
zas locales, fácil es extraviarse si se busea el rumbo emi 
las huellas tortuosas del terreno, confusamente interpre 
tadas, en vez de buscarlo más arriba, donde está ma: 
cada la orientación de los conceptos jurídicos funda 
mentales. AA 

Todo tiene defensa en las minucias y recovecos pro 
cesales en que el paralogismo y la casuística puede. 
simular vanamente las apariencias del derecho; pero n 


todos los asuntos pueden resolverse con un criterio adje 
tivo, olvidando su sustancia. Los que envuelven pra 


blemas sustanciales no pueden resolverse en un proet 
dimiento sino en un juicio; y este juicio no es tal, e 


«estos casos, si no es amplio y libre para la defensa in- 
violable de los derechos. 

Malo es que el abuso de las facultades ejecutivas se 
extravíe en el campo de los derechos privados; pero 
peor es abrirle una vía por la que se prolongue con el 
mismo carácter ejecutivo bajo el amparo de la justicia 
que debe precisamente servirle de valla. Malo es que 
los particulares se vean sin recursos ante la administra- 
ción pública, pero es peor que los jueces les restrinjan 
los medios legales de hacer valer sus derechos, mien- 
tras amplían las facultades contrarias hasta hacer- 
las omnímodas. Y es de admirar cuanto camino ha he- 


cho el concepto equivocado de la omnipotencia guberna- 


tiva, pues llega a perturbar la conciencia de su misión, 


en los jueces, constituídos principalmente para opo- 


nerse a ella. 
Según ese criterio un comisionado municipal (en este 


caso el señor José Víctor Noriega), mero agente polí- . 


AN tico con funciones administrativas precarias, para Cu- 


sos de urgencia, puede crear por sí y ante sí, con su 
sola firma, un título ejecutivo contra una empresa par- 
ticular por más de siete millones de pesos, sin que esté 
obligado a explicar en el mismo título ni de otro modo 


los elementos legales con que ha formado, prescindien- 
- do en absoluto del deudor, un instrumento que por sí 
mismo produce plena prueba y en virtud del cual se 


e 


procede sumariamente al embargo y venta de sus bienes. 
Un denunciante (en este caso el Señor Germán PF. 
Blair), puede ser tenido por tal y admitírsele la denun- 


- cia de un hecho público y notorio, como si fuera oculto 
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x 
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o desconocido, cuando está en discusión franca y abier- 


ta ante los tribunales; puede admitirse como cierto e j 
indiscutible el derecho cuyo reconocimiento pende de 

“ese juicio y reconocérsele a un particular, cuando la - 
misma Municipalidad no lo tiene y no le es dado ejer- 
citarlo; puede entregársele el medio de llevarlo a eje- 
cución y hacerlo efectivo por su parte, adelantándose 
al fallo de la justicia y suplantándola en sus atribucio- 
nes, mientras la Municipalidad aguarda ese fallo, as á 
ha de establecer si existe o no ese derecho. Ps 


Puede una resolución anulada por dicha autoridad, z 
cuando estuvo constituida en el pleno gozo de sus fa- : 
cultades administrativas, tener valor para un denuncian-. 3 
te y no tenerlo para la entidad titular originaria del 
derecho; puede reconocerse derechos adquiridos contra 3 
disposiciones de orden público y más extensos que los y 
que tenía aquel de quien proceden. 


Pueden imponerse penas sin oir al condenado ; puede 
enriquecerse a un quídam a costa de lo ajeno; pueden 
_expropiarse los bienes privados sin motivos de utilidad 
pública; pueden eonfiscarse, sin beneficio para el fisco; 
pueden no cobrarse los impuestos, pero cobrarse la mul ] 
ta que se impone por no pagarlos; puede arruinarse a 
uúna empresa nacional antigua y meritoria que alimen-- 
ta necesidades primarias de la población y al mismo 
tiempo, con sus contribuciones, al fisco nacional, provin- ] 
elal y municipal y provocar su cierre echando a la calle | 
más de dos mil obreros sin trabajo, porque así le plugo : 
a un señor Comisionado; puede reconocerse como ins- 
trumento público inobjetable a un papel sin anteceden-- 
tes que acuerda un crédito sin causa por 3 y medio mi- 


| 
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llones de pesos, a un señor sin relaciones de derecho ni 
con la Municipalidad ni con la Compañía. 


Puede, en fin, en tres meses de supuestas infraccio- 
nes a ordenanzas discutidas, hacérsele perder a una so- 
ciedad anónima más de siete millones de su capital, 
cuando el conjunto de sus múltiples operaciones no lle- 
sa ni remotamente a esa suma; y esto por manos de 
la. Justicia. 
El absurdo de todo esto salta a la vista. 


Un Comisionado Municipal que ocupó el cargo du- 
rante 15 días, al único efecto de reorganizar la Muni- 
cipalidad de Avellaneda, considerando más urgente im- 
poner una multa a la Compañía Sansinena que- dictar 
_€l Decreto de convocatoria a elecciones, otorga la mitad 
de esa multa a un denunciante en las condiciones en 
que se ha dicho, entregándole un título econ su firma. 


La Compañía no descansó en reclamar del atropello; 
“acudió en tiempo y forma ante todas las autoridades 
que podían revocarla, hasta que constituída-la Muniei- 
-palidad sin haberse resuelto esas actuaciones, el Con- 
“cejo Deliberante, a quien volvieron para su decisión 
definitiva, declaró improcedente y nula casi por unani.- 
midad y con amplitud de fundamentos, la resolución 


impugnada. 


La Municipalidad se considera desde entonces sin 
derecho a cobrar la multa anulada; se considera tam- 
bién sin derecho para cobrar los impuestos que la mo- 
“tivaron. No cobra ni los unos ni la otra; y sin embargo 
ese título que ha ereado un erédito de tres y medio 
millones a favor del señor Blair, sigue viviendo y pro- 


AS ES . 


3 
duciendo efectos y hasta este momento tiene bastante. ; 
fuerza para mantener embargado un frigorífico. á 

El Juez señor Szelagowsky sabe todo esto: sabe que e 
la Municipalidad de Avellaneda no reclama ni puede - 
reclamar nada contra mi representada y sin embargo ha A 
dietado una sentencia que importa nada menos que 4 
mandar poner una bandera de remate sobre esa fábrica 3 
v hacerla caer en ruinas bajo el martillo de un rema- ] 
tador. e, A | 8 

Pero eso no es todo. Como si el embargo de la fá- 
briea y frigorífico de la Compañía con todos sus ac- 
cesorios no fnera suficiente para. garantir los sagrados 
derechos del falso denunciante, el Juez ha creído nece- * 
sario ampararlos más todavía, ampliando las segurida- 1 
des para su crédito con un embargo de todos los fon- 
dos en efectivo que figuran en los baneos a nombre de 
la sociedad, librando oficio con ese objeto a 20 institu- 
ciones bancarias en el día y en actuaciones reservadas, 
de las que no. ha tenido noticia la defensa, con el posi- 
ble resultado de provocar de golpe su cesación de | 
pagos y por consiguiente su estado de quiebra. 17 3 


Esto no es todo tampoco. Trabado el embargo en to- 
dos los bancos y maniatada la Compañía en su activo 
giro diario, corre a imponerse del exhorto librado con 
ese objeto, el que invoca como recaudo la sentencia de- 
trance y remate dictada en el juicio ejecutivo; acude a 
este expediente y constata que en él no existen actua- 
ciones que lo autoricen; inquiere ante el Juez de la” causa 
sobre la existencia de otras actuaciones que se le nie- 
gan; y 3 último Fecuire en el único. o pi o 
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¡ratando de cohonestar el sigilo con una disposición 
egal evidentemente inaplicable en una ejecución con 
sentencia, y con bienes suficientes embargados, desco- 
noee su propia obra en forma evasiva y se pronuncia 
1 hipótesis negando el remedio que sé le pide en un 
vuto que merece ser transeripto, para completar el 
madro. | 
“Agosto 31. Hágase saber al representante de la eje- 
“cutada que aún en el supuesto de existir actuaciones 
“sobre embargo, ellas permanecen reservadas en la 
“forma dispuesta por el art. 460 in fine del Código 
“de Procedimientos. En consecuencia, siendo extempo- 
“ránea la petición del representante de la ejecutada 
“relativa a embargo cuya traba no consta en autos, 
“así se declara y agréguese el oficio a los autos?””. 
Como es fácil comprender, nada de esto puede tener 
fecto en definitiva. Por lo pronto este último embargo 
a sido revocado por la Exema. Cámara de Apelacio- 
es de La Plata. La Compañía Sansinena tiene plena 
onfianza en la Justicia y en la seguridad de su dere- 
ho. Pero atacada en su buen nombre y en su erédito 
3 ve en la necesidad de llevar a conocimiento de sus 
llaciones comerciales y del público los antecedentes 
erdaderamente extraordinarios de este asunto. 


onviene a ptitlar los hechos. 
El'22 de Junio de 1922, ya entrada la noche, se 
bió en el establecimiento denominado “La Negra??, 
la ciudad de Avellaneda, una cédula dirigida a la 
ompañía. Sansinena de Carnes Congeladas y sin indi- 
ción aleuna de domicilio, cuyo texto es el siguiente.: 
- SANSINENA DE CARNES CONGELADAS 
Notifícole a Vd. a los efectos consiguientes la reso- 
ón recaída en el expediente N? 2995 letra B año 1922. 
| Junio 22 de 1922. 
Miitando: de la denuncia formulada en los eseri- 
de fojas uno expediente N* 2995 B. y uno expediente 
l 3190 B. año 1922, presentados por D. Germán F'. 
r, y de las diligencias de esclarecimiento expuestas 
l informe de fojas 9 y 10 por el Inspector Greneral, 
or el encargado de Control y Abasto, que en los 
es de Octubre, Noviembre y Diciembre del año mil 
cientos veinte y uno la Compañía Sansinena de 
1es Congeladas, ha dejado retirar de su matadero 
ste Partido, habilitado entonces como único mata- 
e Municipal, cuarenta y ocho mil ochocientos quin- 


> 


renta y cinco lanares, sacrificados en él para el consu- 
mo sin las correspondientes boletas de control proba- 
torias del pago de los derechos o impuestos establecidos 
por la ordenanza respectiva para ese año; y conside- 
rando: que de acuerdo con los artículos 19, 20 y 21 de 
la Ordenanza N* 72 de Mataderos, los retiros de reses 
- en esas condiciones han constituído otras tantas infrae- 
ciones, por las que los citados artículos han impuesto 
a la Compañía una multa de cincuenta, treinta, y veln- 
te pesos m|n. por cada res vacuna, porcina y lanar res- 
pectivamente; y que de acuerdo con el artículo ciento 
quince de la Ordenanza General de Impuestos, todo el 
que denuncia una infracción sea de esa misma ordenan-- 
za o de otra, desde que el artículo no distingue, tiene 
el cincuenta por ciento de la multa impuesta; por es-. 
tos fundamentos y de conformidad con lo preseripto - 
por el inciso primero, artículo segundo de la Ley de Y 
de Septiembre de mil ochocientos noventa y siete, por 
el artículo tercero de la Ley del cuatro de Julio de mil 
novecientos dos; por el inciso diez y siete, artículo : 
cincuenta y dos de la Ley Orgánica de las Municipa-- 
lidades, y por los artículos sesenta y nueve y setenta z 
y mueve de la misma, el Comisionado Municipal in- 
franseripto 


RESUELVE: 


Ai E AN 


Aplicar a la Compañía de Carnes Congeladas las] Ss. 
| 


multas de cincuenta, treinta, y veinte pesos mín. en que] i 
por los expresados retiros de reses ha incurrido, y que 
forma un total de siete millones ciento un mil treinta 
pesos mín. con declaración de que esas multas y de sul 
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total corresponde | por derecho propio, un cincuenta 
.- por ciento. a la Municipalidad y el otro cincuenta por 
ciento al denunciante nombrado. 

—Comisiónase al Sr. Inspector General para que noti- 
- figue por cédula esta resolución y con intervención de 
ES Contaduría pase a Tesorería a sus efectos. Fdo. J. Víe- 
7 tor: Noriega. Alberto Silva. 


A Queda notificado. 


Y 


on 


Fdo. M. Sánchez. 
; Hay un sello que dice: 


_ “Intendencia Municipal de Avellaneda. Inspección 


3 La ranita sin salir de la sorpresa que le causara 
E resolución tan da o injusta S inexplica- 


E A 


entrada ya la noche, no al domicilio de la Compañía, 
qué es en la Capital Federal, sino al establecimiento 
frigorífico que está en Avellaneda, de modo que la 
Compañía lo recibió en realidad el día siguiente 23 de 
Junio, que era viernes. 23 


Dentro de los tres días de la notificación o sea el lunes | 
26, presentó ante el señor Comisionado un escrito en el 
que pedía la revocatoria de la resolución e interponía : 
subsidiariamente el recurso de apelación para ante el 
Poder Ejecutivo de la Provincia. El señor Comisionado, 
areuyendo que la resolución estaba consentida y firme | 
no obstante haber sido recurrida dentro del tercer día 
hábil, de acuerdo con lo que dispone el artículo 79. de 
la Ley Orgánica, para la apelación de resoluciones que. 
impongan la pena de multa o arresto, no hizo lugar a al 
recurso. ; 


El argumento de que se trataba de una resolución: 
consentida por estar comprendida, al parecer, en los 
artículos 27 a 29 del Código Civil, es inadmisible por- 
que estas disposiciones no son aplicables en materia 
administrativa en la cual el artículo 18 del Código Con 1 


pañía, resultó que el 7 de junio de 1922, se había pre J 
sentado ante el Comisionado Municipal de Avellaneda, 


de control probatorias del pago de los impuestos de ex- 
S tracción de cueros e inspección veterinaria, durante los 
meses de Octubre, Noviembre y Diciembre de 1921. 
Pasado el asunto a informe del Asesor Letrado Muni- 
cipal, éste dictaminó que en caso de existir la infrac- 
ción denunciada no correspondería al señor Blair parte 
“alguna de la multa que se percibiera, porque denun- 
-claba presuntas violaciones a la Ordenanza- Contrato 
número 72 (por la cual se habilitó el matadero de la 
Compañía como matadero municipal) y no a la Orde- 
nanza General de Impuestos, que es lá que reconoce a 
los denunciantes de infracciones el 90 % de las multas 
que por tal concepto se impongan. 
- ¡Denegados, como queda dicho, los recursos de repo- 
Sición y apelación en subsidio interpuestos por la Com- 
: -pañía, ésta ocurrió directamente en queja ante el se- 
nor Ministro de Gobierno de la Provincia, quien ordenó 
¡al Comisionado Noriega el inmediato envío de los ex- 
pedientes. El Comisionado no dió cumplimiento a la 
orden ministerial, pretextando que no le era posible re- 
-mitírselos porque se habían entregado a un apoderado 
: especial designado por él, a objeto de que hiciera efee- 
tiva la multa por la vía judicial. En esas cireunstan- 
. ias se restableció el régimen municipal, organizándose 
e Municipalidad de Avellaneda el 8 de Julio de 1922. 
La Compañía se presentó el 14 del mismo mes ante el 
O co reiterando los recursos deducidos contra la 
multa de siete millones de pesos que le había impuesto el 
. Comisionado Noriega. Pasados los antecedentes al Con- 
. sejo. Deliberante, éste resolvió en sesión celebrada el 


¡TE 


de de Septiembre. de 1922, anular el Decreto del ex co 
dE 


¿ 
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misionado Noriega, por 21 votos contra 1, sobre 22 con-— 
cejales presentes y un total de 26. 50054 

La resolución del Concejo establece: 
—*£ Que no existe la infracción denunciada en el ex- 
pediente letra B. número 2995, año 1922 y sus agre-. 
““ gados ya citados a la ordenanza-contrato número 7123 
““ en sus artículos 20 y 21, por cuanto éstos sólo rigen 
para el faenamiento y sacrificio de animales desti-- 
nados a la venta y consumo local y la infracción de- 
nunciada se refiere a la falta de boletas de reses sa-- 
erificadas para otros munieipios y que en conse- 
cuencia la multa aplicada con fecha 22 de Junio del 
corriente año a la Compañía Sansinena de Carnes 
Congeladas por el Comisionado AS Don José 
Víctor Noriega es improcedente y nu | 
Entretanto el señor Blair, munido de una copia del 
Decretn del ex comisionado Noriega, se había presen- 
tado ante el Juez de Primera Instancia de La Plata, 
iniciando juicio ejecutivo contra la Compañía Sansi 
nena por cobro de $ 3.550.515 ell., importe del 50 % de 
las multas, reconocido a su favor. e 


í 
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Es circunstancia digna de señalarse que la acción 
ejecutiva de Blair fué deducida ante el Juzgado de 
Doctor Aramburú, que fué quien libró el mandamiento 
de embargo por $ 3.600.000 ell. Kecusado éste sin caus 
por la Compañía en razón de la precipitación con qué 
librara un mandamiento por varios millones sin dete 
nerse a examinar el título, insanablemente nulo, con qu 
se iniciaba la ejecución, el expediente pasó al juzgado 
cargo del Dr. Bent, que fué recusado sin causa po: 
Blair. Llevados los autos al señor Juez Dr. Casco, qu 


y 


A 


¡»seguía en orden de turno, la parte de Blair, con el vi- 


sible propósito de evitar que éste conociera en las 
actuaciones, se valió del ardid de hacer firmar un es- 
erito instando el curso del juicio por un letrado ene- 
mistado con el Juez Dr. Casco, dando ello lugar a la 
excusación de este magistrado. La prueba del ardid 
está en que el único escrito de la parte de Blair que 


lleva la firma de ese letrado ocasional, es el que se pre- 


sentó en aquella oportunidad, pues todos los anterio- 
res y posteriores están firmados por el Dr. Antonio 
C. Frers, letrado patrocinante de Blair. 

De este modo llegaron los autos a radicarse ante el 
Juez señor Szelagowsky. 

Previa sustanciación de aleunos incidentes y después 
de rechazarse la quiebra de la Compañía solicitada por 
Blair en el mismo juzgado que tramitaba la ejecución, 
se citó de remate a la Compañía Sansinena, que opuso 


las excepciones de falta de personería en el demandan- 


te, inhabilidad de título y nulidad de la ejecución. 


silly ¿Udo Z 


A 


Pd 


SRÍITLOA 
DE LA 


SENTENCIA 


Primera excepción: Falta de Personería 


La excepción de falta de personería se funda en la 
disposición del artículo 89 de la Ley Orgánica de las 


municipalidades, que textualmente dice así : 


** Toda acción que tenga por objeto el cobro de una 
“multa o la aplicación de una pena señalada por una 
“ordenanza municipal, será intentada a nombre del 
“* municipio.” 
Blair no ejercía la representación ni invocaba man- 
dato alguno de la Municipalidad. Actuaba por su pro- 


plo nombre y por su propia cuenta, careciendo por lo 


tanto de personería para demandar el cobro de multas 


que se hacen derivar de las ordenanzas municipales 


de Avellaneda. Era pues de estricta aplicación al caso 
la citada disposición del artículo 89 de la Ley Orgáni- 
ca. El Juez Szelagowsky, no obstante la claridad me- 


ridiana del referido texto legal, no lo entiende así. 


““ La precitada disposición, dice, refiriéndose al ar- 
** tículo 89 de la Ley Orgánica, responde al principio 
“de que las demandas no pueden iniciarse a nombre 
“de los representantes de las comunas, sino a nombre 


-*£ de éstas, y si bien el prineipio enunciado es bien eo- 
70 : z E 
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““nocido, no por ello deja de ser fundamental, y de 
““ ahí la razón que puede y debe haber tenido el legis- 
““lador para consignarlo en forma de disposición con- 
““ creta; del mismo modo que en cuerpos de leyes se 
“* concretan AO que pSpOnEa a principios 
“* de derecho común.” 

Dentro de este galimatías se descubre que según el 
Juez Szelagowsky, el artículo 89 de la Ley Orgánica sólo 
tiene por objeto establecer que las demandas no pue- 
den iniciarse a nombre de los representantes de las co- 
munas, sino a nombre de éstas, lo cual significa que 
las demandas por cobro de multas sólo pueden iniciar- 
se a nombre de la municipalidad. Resulta así inexpli- 
cable la consecuencia que el Juez saca de tal premisa 
en el párrafo inmediato subsiguiente de la sentencia. 

“* Como consecuencia, — dice —, el ejecutante Blair 
“* puede accionar personalmente contra la Compañía 
“* Sansinena, persiguiendo el cobro del 50 %-de- las 
“* multas que le fuera asignado en su carácter de denun- 
“* clante de las infracciones originarias. ?”” 

Si habíamos quedado en que las demandas no pue- 
den iniciarse a nombre de los representantes de las eo- 
munas, sino a nombre de éstas, con qué lógica se deduce 
que Blair, que no aceiona a nombre del municipio, ni 
siquiera de sus representantes, sino en su propio nom- 


bre, puede aceionar persiguiendo el cobro del 50 % de 


las multas? 

Tamaña incongruencia revela el extravío de criterio 
del Juez, que poniéndose en contradicción consigo mis- 
mo en tan pocas líneas, rechaza una excepción funda- 
da en Ley que no puede ser más clara y categórica. 


e 
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Quiere decir que para él es letra muerta el artícu- 
lo 89 de la Ley Orgánica que establece en términos bien 
precisos que las demandas por cobro de multas o im- 
puestos sólo podrán intentarse a nombre del municipio, 
lo que importa prohibir toda acción de particulares 
con ese objeto. 

_La falta de personería de Blair para demandar en 
su propio nombre el cobro de multas decretadas por un 
Comisionado Municipal a mérito de pretendidas infrac- 
ciones, es evidente en presencia del citado artículo 89 de 
la Ley Orgánica. No se argiiirá que el hecho de habér- 
sele acordado a Blair por el Decreto mencionado el 50 % 


de las multas impuestas a la Compañía, le da perso- 


nería para exigir el cobro de dicha participación, ya 
que aparte de que un Comisionado Municipal no puede 
derogar preceptos de la Ley Orgánica, es obvio que 


el Decreto del Comisionado Noriega no podía de nin- 


guna Manera crear relaciones de derecho entre el de- 


-—«nunciante y la Compañía multada, sino entre ésta y la 
- Municipalidad. 


El rechazo de la excepción de falta de personería 


constituye así la violación del artículo 89 de la Ley Or- 


| gánica sin que el Juez haya intentado siquiera justi- 
ES ficar semejante desconocimiento de la Ley. 


Segunda excepción — Inhabilidad de Título 


La excepción de inhabilidad de título ha sido mate- 


- ria de largos considerandos, en que el error ha desalo- 
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jado al buen sentido. | 
Con respecto a la resolución del Concejo Deliberante 


ha 


Mr O 


anulatoría del Decreto del Comisionado Noriega, dice 
el Juez Szelagowsky que el testimonio de f. 66 de- 
muestra que recurrida la resolución del Comisionado 
imponiendo la multa, el recurso fué denegado en razón 
de afirmarse por ese funcionario que la: referida reso- 
lución se hallaba consentida. | 
“En esa situación, — agrega el juez —, la Compañía 
Sansinena promovió demanda contencioso-administra-" 
tiva contra la resolución del comisionado, demanda que 
no prosperó, atento el pronunciamiento de la Suprema 
Corte de Justicia de que instruye el informe de fs. 224””, 
Es por de pronto inexacto que la Compañía promo-' 
viera ante la Corte demanda contencioso-administrativa 
contra la resolución del comisionado. Dedujo la deman- 
da de inconstitucionalidad que autoriza el artículo 308 
del Código de Procedimientos de la Provincia, y no es - 
cierto que ella no prosperara, como lo afirma el señor - 
Juez. Lia Compañía desistió de esa demanda que no te- 
nía objeto una vez anulado el Decreto del Comisiona- 
do por el Concejo deliberante en la apelación interpues= 
ta por la Compañía, puesto que la declaración de in- ' 
constitucionalidad de ese Decreto era lo que se per- , 
seguía por medio de la demanda entablada ante la - 
Corte. Decir que ésta no prosperó equivale a manifestar 
que fué rechazada, y entre el rechazo y el desistimien- 
to hay.una enorme diferencia. pS 
Si bien esto no hace al fondo del ¿ON conviene 
destacar esta afirmación del Juez, por la que se hace 
aparécer a la Corte de la Provincia admitiendo las 
absurdas pretensiones del señor Blair. e 
Con respecto a la resolución del Concejo Delibe- 


e, 


rante que declara improcedente y nula la multa aplica- 
da por el Comisionado Noriega, estima el Juez.que el 
Concejo Deliberante de Avellaneda no obró en aque- 


Ma "a como tribunal de Operación, -sino “de 
oficio?” 


Ello es totalmente inexacto. La Compañía había in- 
terpuesto el recurso de apelación del Decreto del Comi- 


sionado para ante el Ministro de Gobierno de la Pro- 


vincia, quien al constituirse la Intendencia de Avellane- 


da consideró que él ya no tenía jurisdicción para resol- 


ver el asunto y pasó todos los antecedentes del mismo 
al Intendente Municipal, quien a su vez, los elevó al 


Concejo Deliberante. Fué, pues, en virtud de la apela- 


ción interpuesta por la Compañía que ese Cuerpo anuló 


la resolución del Comisionado Noriega. De modo que 


e — 


carece en absoluto de fundamento la afirmación del juez 


en el sentido de que el pronunciamiento del Concejo De- 


liberante no fué por vía de apelación, sino “de oficio?” 


- Pero aun en la hipótesis de que la anulación del De- 
ereto se hubiera pronunciado de oficio, ella sería igual- 
mente eficaz, porque el Concejo Deliberante*es la más 
alta autoridad del municipio, y sus poderes para reyer 
los actos del Intendente por vía de apelación o en 
cualquier otra forma son incuestionables, si han. de 
atenderse las más elementales nociones de derecho mu- 
nicipal.. > NY | | OS 


oras dos “de oficio”? o por vía de apelación, el De- 


-ereto quedó anulado por el Concejo y por consiguiente 


quedó también anulado el pretendido derecho que por 
ese decreto se reconocía a Blair, sin que este señor-1n- 
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tentara ningún recurso contra la resolución del Con- ' 
cejo, como debió hacerlo si la consideraba ilegal. | 
Luego se coloca el Juez en la hipótesis de que fuera. 
eficaz la resolución del Concejo Deliberante, y llega 
asimismo a la conclusión de que en tal caso no habría 
producido la caducidad de los derechos del ejecutante. 
A este respecto dice: ““Cualquiera que sea el punto 
de vista desde el cual la cuestión se examine, surge la 
conclusión de que lo resuelto por el Concejo Deliberan- 
te no habría podido producir efectos jurídicos, sino con 
relación a los derechos del municipio frente a la Com- 
pañía Sansinena; mas en ningún momento podría haber. 
afectado los derechos adquiridos por el tercero (Blair), 
máxime habiendo éste iniciado la presente ejecución 
con anterioridad a la resolución de la cual se hace : 
mérito.?” : y 
Ante todo, no hay fundamento alguno para limitar el 
alcance de la anulación pronunciada por el Concejo, a 
los derechos del Municipio. El Concejo anuló el De- 
ereto del Comisionado Noriega en todas sus partes y lo 
anuló por no existir las infracciones que se habían de- 
nunciadó. Vale decir, que la anulación no fué pronun- 
clada sólo por defectos de forma, sino que contempla 
también el fondo del asunto. | > 
Si la anulación del Decreto hubiera de considerarse, 
como lo hace el Juez, sólo en cuanto afecta los derechos 
del Municipio; se llegaría a la conclusión a todas luces 
irracional, de que no obstante no existir las infracciones 
denunciadas, el denunciante tendría derecho a percibir 


multas aplicadas como penalidad de una eri nO eo- 
metida. | 


o 
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La resolución del Concejo Deliberante de Avellaneda 
es afortunadamente clarísima: declara improcedente y 
nula la multa de $ 7.101.030 ell. aplicada por el Comi- 
sionado Noriega a la Compañía Sansinena. 

Siendo ella improcedente y nula, improcedente y nu- 
la es también la participación acordada por el Comi- 
sionado al denunciante Blair, ya que nadie puede trans- 
mitir a otro sobre un objeto un derecho mejor o más 
extenso que el que gozaba, y recíprocamente, nadie 
puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor y más 
extenso que el que tenía aquél de quien lo adquiere 
(Art. 3270 del Código Civil). | 
- Declara también el Juez en el considerando de que 
tratamos, “que la revocatoria del Concejo Deliberante 
de Avellaneda en ningún momento podría haber afec- 
tado los derechos adquiridos por el tercero (Blair)?”. 

Blair no es, ni puede ser, un tercero en la anulación 
de un Decreto del cual exclusivamente emanaba su pre- 
tendido derecho. Pr ) 

- Por otra parte, la anulación con que el Conséja ful. 
minó el Decreto del señor Noriega vuelve las cosas al 
mismo o igual estado en que se hallaban antes del acto 
abhulado (Art. 1050 del Código Civil), de suerte que 
aun considerado Blair como tercero, la anulación del 
Decreto le haría perder cualquier derecho des se le 
reconozca por ese acto anulado. + j 
Pero suponiendo que lo fuera, el Código Civil con- 
fiere a la nulidad iguales efectos respecto de terceros, 
como se ve en los artículos 1051 y 1057, salvo el caso 
en que no fuera posible demandar contra ellos los efec- 
tos de la nulidad, lo que sólo ocurre cuando la ley es- 
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pecialmente lo establece, como por ejemplo con cosas : 
muebles adquiridas de buena fe, o cuando la imposibi- 
lidad fuera de hecho por haberse consumido o desapa- 
recido las cosas objeto de la reivindicación; pero nunca 
cuando la transmisión no se ha consumado y el tercero 
ejecuta judicialmente su pretendido derecho. 

En este caso que es el presente, y en que el tercero : 
sólo podría invocar vagamente ese carácter, en virtud - 
de una cesión de erédito de la Municipalidad a su favor, 
el deudor cedido tiene el derecho expresamente vns) 
nocido por el art. 1474 del Cód. Civil de oponerle todas 

] 
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las excepciones que podría oponer al cedente, es decir, 
a la Municipalidad, y entre ellas, la primera, la de nu- 
lidad del título que intenta hacer valer. 

Si en aleún caso es posible demandar contra el ter- 
cero la nulidad del acto que le inviste de un derecho, es 
en el caso de la cesión de derechos en que ésta no se ha 
hecho efectiva por cualquier causa, y con más razón 
oponérsela como excepción, si intenta hacerla valer an- 
te la justicia, . | 

Es de advertir que, según la misma disposición legal 
en el caso de consumarse los efectos del acto nulo, lo 
que aquí es imposible sin el auxilio de la justicia, la 
Municipalidad sería responsable de los daños y per- 
juicios que se hubiesen ocasionado, lo que quiere. decir 
que ella sería en definitiva: quien pagaría la parte de 
la multa ejecutada por Blair y la que vendría-a: sufrir 
la. pena impuésta injustamente a la Compañía. 

Se ve pues claramente adónde conduce la teoría del. 
ro ideada: por vel: Juez; 0 000. A 


En el mismo orden de ideas continúa éste diciendo: 
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Las resoluciones administrativas no pueden ser re-. 
vocadas por otras resoluciones del mismo. poder sino 
antes de haber producido efectos jurídicos respecto de 
los terceros interesados, es decir, en tanto no hayan 
quedado consentidas y ejecutoriadas. Si se admitiera la 
tésis contraria, ninguna resolución administrativa ten- 
: dría. validez, pues se hallaría sujeta a posibles sucesl- 
: vas revocaciones por la misma autoridad que las dic- 
tara (Doctrina del art. 5? del Código de Procedimien- 
A tós en lo Contencioso Administrativo). A 
Desde luego. es falso que el Decreto del Comisionado 
: Noriega quedara consentido y ejecutoriado. De ese 
Decreto pidió reconsideración la Compañía ante el mis- 
mo Comisionado y apelación en subsidio para ante el 
Gobierno de la Provincia. El Comisionado no concedió 
- tales recursos haciendo tabla rasa de todas las leyes. 
Pero esto no basta para declarar consentido y firma 
un Decreto que fué apelado ante el Gobierno de la Pro- 
vincia primero, y más tarde ante el Concejo Deliberan- 
7 e de Avellaneda que conoció. en esa apelación al de- 
clararto improcedente y nulo, según se ha visto. La 
Compañía mantuvo vivo su recurso hasta que radicado 
pen el Concejo éste le acordó completa: reparación. El 
señor Blair, en cambio, inició y llevó adelante la eje- 
—cución. de una resolución que no estaba consentida. 
Por lo demás, el Código Contencioso-Adminisrtativo que 
el juez cita. en apoyo de.su considerando tiene preci- 
-samente por objeto obtener la reparación de los per- 
Juicios que pueda ocasionar una resolución administra- 
Mira: por la misma autoridad que la dictó. 
E Es En los casos de acefalía de la municipalidad — dice 
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el Juez en otro considerando — y con determinadas li- 
mitaciones, el gobierno de la comuna está totalmente 
ejercido por el comisionado municipal. Dicho funciona- 
rio es en ese momento y mientras dure la acefalía la 
única y exclusiva autoridad municipal”. | 


No se concilia, a decir verdad, “las determinadas li- 
mitaciones”” con el ejercicio total del gobierno de la. 
comuna por el comisionado; no se aleanza en qué pue- 
den consistir las limitaciones a una autoridad única y 
exclusiva, como proclama el juez, la del comisionado; 
pero menos se concilia semejante absorción de poderes 
con el régimen municipal de la constitución, el que 
encierra el concepto de una municipalidad constituída 
por un departamento deliberativo y otro ejecutivo. 


Quedaría completamente desvirtuado ese régimen mu- 
nicipal si se considera posible la acumulación de las - 
funciones de una y otra rama deliberativa y ejecutiva 
en un comisionado. Resulta ello además incompatible 
con el propósito fundamental, al cual, según el artícu- 
lo 211 de la misma Constitución, debe responder la 
institución de esos agentes del P. E.: la de convocar 
inmediatamente a elecciones para constituir la muni- 
cipalidad que haya quedado acéfala. 


Después de proclamar, en la forma que se ha visto, 
la omnipotencia de los comisionados municipales, se pre- 
gunta el Juez si en semejante situación puede apelarse 
de los actos del comisionado del Poder Ejecutivo y con- 
cederse el recurso para ante el Concejo Deliberante no j 
constituido. *“La respuesta afirmativa — dice — impli- 
caría la posibilidad de que las resoluciones adoptadas 
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por ape A iónados fueran sometidas a nuevos poo 
nunciamientos por la rama deliberativa. 

““Enunciar la A — agrega —, equivale a dar la 
respuesta negativa.” “Las ados del comisiona- 
do tienen su primer origen en el art. 211 de la Consti- 
tución de la Provincia, concordante con esa cláusula el 
artículo 40 de la Ley Orgánica de las Municipalidades 
autoriza la intervención del P. E, para convocar a elec- 
ciones en los casos de acefalía. La Ley de 9 de Septiem- 
bre de 1897 prevé en su artículo 2*, inc. 1* el caso en 
que faltasen a la vez ambos departamentos y dispone 
que el P. E. se hará cargo de los servicios locales ur- 
- gentes mediante un comisionado especial a quien se con: 
fieren las facultades administrativas del Intendente Mu- 
nicipal.?? 

Las disposiciones lo que cita el Juez y por e 
que se autoriza 'al P. E. a hacerse cargo de los servicios 
locales urgentes mediante un comisionado especial al 
que podrán conferirse las facultades administrativas del 
Intendente, demuestran que contrariamente a la teo- 
ría preconizada por el Juez que asigna a los comisiona- 
dos el carácter de “única y exclusiva autoridad muni- 
.cipal””, éstos, cuando más, pueden tener las facultades 
administrativas del Intendente. 

Sorprende en verdad que el Juez en este conside- 
'«rando se encargue de destruir con citas legales la peli- 
grosa teoría sostenida por él en un considerando an- 
EODiOr. | : 

Más adelante, volviendo al terreno de las herejías 
jurídicas, sostiene el Juez que “ningún recurso puede 
"prosperar sino cuando se interpone con respecto a la 
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resolución de un poder y autoridad existente al tiempo 
de la interposición del recurso. Sería absurdo recurrir : 
para ante una autoridad futura, en razón de que ella 
no reviste tal carácter al tiempo de la apelación y por- 
que en tal oportunidad no existe otro poder eon capa- 
cidad para pronunciarse legalmente acerca del asunto 
sometido a decisión, sino esa única autoridad que adop- 
ta la resolución, esto es, «el Comisionado del P. E.” | 


Lo absurdo es lo que sostiene el Juez en este consi- 
derando. Suponiendo por ejemplo, que las Exmas. Cá-. 
maras de apelación de La Plata se encontraran por 
cualquier causa en acefalía, no cabría apelación de la 
sentencia del Juez Szelagowsky en el caso de que tra- 
tamos, y quedaría firme tan injusta sentencia, por no. 
estar organizados los tribunales superiores. La doble 
instancia, consagrada por la ley, dependería, según esa. 
interpretación, de la integración de los tribunales su- 
periores. 


Pero despojando al argumento de su falaz aparien- 
cia, lo que en el fondo sostiene el Juez es que no pue- 
de pronunciarse sobre un recurso una autoridad o tri- 
bunal de segunda instancia, cuando el funcionario de 
primera instancia ha cesado por cualquier causa, lo que 
basta enunciar para demostrar su inconsistencia. 


Tratando, tal vez, de atenuar la puerilidad del argu- 
mento, dice en el párrafo subsiguiente: “No quiere esto 
decir que las resoluciones de los comisionados munici- 
pales sean irrecurribles, desde que existiría siempre el 
amparo de la acción contencioso- administrativa, sino 
tan sólo que de las resoluciones de los comisionados ni € 
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puede pes para- “ante un Concejo Deliberante in- 
existente.” 

+ El recurso de reconsideración interpuesto por la Com- 
pañía ante el propio Comisionado para que dejara sin 
efecto su Decreto, ¿no importaba acaso preparar la 
acción conteneioso administrativa que luego quedó en 
'SUSpenso a la espera del pronunciamiento del Concejo 
Deliberante? Sin embargo, el Juez que ha tenido a la 


vista la resolución denegatoria del Comisionado, trans- 


cripta en el testimonio del referido decreto, presentado 


- por Blair, como título ejecutivo, no le ha reconocido tal 


“carácter, a pesar de que ese recurso se ajustaba en un 


.. 
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todo al artículo 3? del Código Contencioso-Administra- 
tivo de la Provincia. 

Y ese fué precisamente el camino que siguió la Com- 
- pañía Sansinena, pero el señor Noriega no hizo lugar al 
recurso, sosteniendo que la resolución estaba consenti- 
da y firme, para lo cual computaba en el término de 
3 días uno feriado, con abierta violación del artículo 18 
del Código Contencioso, que dispone que “todos los 


términos de que se habla en esta Ley empezarán a co- 


rrer desde el día siguiente a la notificación o comuni- 


dl 


cación correspondiente y sólo se computarán en ellos 


los días hábiles. ”” 
El Juez Szegalowsky, que tan respetuoso se mues- 


tra del Código Contencioso, al punto de hacerlo preva- 
lecer sobre el Código Civil de la Nación, cuando se 


trata de la nulidad de los actos jurídicos, no lo ha te- 


nido presente en las disposiciones de los artículos 3 y 18, 
que ponen de manifiesto la irritante ilegalidad con que 
ha procedido en este asunto el Comisionado Sr. Noriega. 


Y 
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Como se ve el Juez se empeña en cerrar toda vía de 
apelación, todo recurso en contra los decretos de un 
comisionado municipal, erigiéndolo en un poder ilimi- 
tado y omnímodo. 

““Fuera de lo expuesto, — reza otro considerando — 
puede agregarse que los artículos 87 y 88 de la Ley Or- 
eánica de las municipalidades, al referirse a las reso- 
luciones administrativas confirmadas por el Concejo 
Deliberante y acordar acción contencioso-administrativa 
para ante la Suprema Corte, previa denegación del 
Concejo Deliberante, no han tenido en vista las reso- 
luciones de los comisionados municipales sino las de los 
Intendentes, puesto que aquellos funcionarios fueron - 
ereados recién por la Ley de 1897, posterior a la Ley 
Orgánica Municipal; esta última sólo contiene el azr- 
tículo 40 que prevé el caso de acefalía pero no crea 
los comisionados municipales.” 

Según esto, la Ley de 1897 que ON al Ejecutivo 
la facultad de hacerse cargo de los servicios locales 
urgentes mediante un comisionado especial, al que se 
podría conferir como máximum las facultades adminis- 
trativas del Intendente municipal, habría ereado fun- 
cionarios de más atribuciones y autoridad que los in- 
tendentes, puesto que para éstos no regirían las dis- 
posiciones legales que se refieren a aquéllos. Sin em- 
bargo, la Ley de 1897 bien claramente dice que se les 
podrá dar a los comisionados las facultades adminis-. 
trativas de los intendentes. De modo que la interpreta- 
ción del Juez no puede ser más abiertamnte contraria 
al texto legal que él mismo invoca. 


Por otra parte, colocar a los comisionados, meros em-. 
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pleados dependientes del Poder Ejecutivo y de muy 
“precarias atribuciones administrativas, en un plano su- 
perior al de los intendentes es un error que no resis- 
te el más ligero análisis. - 

Entrando al examen de la inconstitucionalidad del 
decreto del comisionado por violación de los arts. 205, 
inciso 5% y 175 de la Constitución provincial que la 
Compañía alegó entre los fundamentos de la excepción 
de inhabilidad de título, dice el Juez: “Hay error al 
citar los antecedentes de referencia; no se trata en 
este juicio de caso alguno relativo a impuestos deter- 
minados de una ordenanza anual, ni el ejecutante in- 
voca infracción alguna a esa ordenanza como funda- 
mento de su derecho. La infracción cometida lo ha 
sido de disposiciones de la ordenanza contrato N? 72, y 
la multa es consecuencia de dicha infracción y de la 
sanción impuesta en forma expresa por la misma or- 
denanza. Puede, sin embargo, explicarse ese error, te- 
niendo en cuenta que la resolución del comisionado ei- 
ta innecesariamente la ordenanza de impuestos de 1920 
para determinar la infracción??. 

Este considerando toca un punto de tal importancia 
para el asunto, que parece poca toda la atención que se 
le preste. Desgraciadamente el juez no lo ha estudiado 
con el detenimiento que reclama, porque de haberlo he- 
cho, forzosamente tendrían que ser otras sus conclu- 
siones, 

Trátase de si la denuncia de Blair se refiere a infrac- 
ciones de la ordenanza contrato N* 72, o si estriba en 
infracciones a la ordenanza anual de impuestos. 

Si las infracciones denunciadas se refieren, como lo 
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establece el Juez, a la ordenanza contrato N* 72, la de- 
nuncia, el decreto, y por consiguiente la acción ejecu- + 
tiva de Blair .son a todas luces improcedentes, porgue a 
tratándose de una denuncia de falta de pago de los : ] 
impuestos de extracción de cueros y de inspección ve- | 
terinaria por las reses destinadas al consumo de otros | 
municipios no puede aplicarse la ordenanza contrato 
N? 72, que sólo rige para el faenamiento y sacrificio de 
animales destinados al consumo local, como claramente 
lo. establece su art. 22 : | EAN 


La ordenanza contrato N* 72 entró en. vigencia el 
1% de Enero de 1912, época en que no existían los im- 
puestos ilegales de extracción de cueros y de Inspec- 
ción veterinaria, que recién en la ordenanza correspon- 
diente al año 1916 comenzaron a aparecer y cuya in- 


constitucionalidad alegó la Compañía desde el primer. 
momento. 


Quiere esto decir que la ordenanza contrato N* TOA 
que únicamente ha tenido en mira el abasto local as 
que entró en vigencia en 1912 no ha podido ni siquiera > y 
prever impuestos por reses destinadas al consumo 
de otros municipios, que recién se sancionaron en 1916. 


Por otra parte, la ordenanza contrato N* 72 no admi- y 
te denuncias de particulares. La única disposición que 
contiene sobre denuncias es la del artículo 23, por el 
cual únicamente se autoriza a la Compañía Sansinena / 
para denunciar las infracciones al artículo 19, que es 
el que fija las multas en que incurrirán los que fueren 
sorprendidos faenando animales vacunos, lanares o por= 

bese Cinos fuera del matadero municipal y le acuerda el. 


sx 


de 


dlerecho de percibir en tales.casos la mitad de la multa 
aplicada. GN 

Además, los impuestos a que Abe la or denanza con- 
trato 72 son como lo especifica su artículo 14 los que 
establezcan las ordenanzas de impuestos para cada año, 
de manera que toda infracción a los impuestos de que 
“habla la ordenanza contrato N* 72. ha de ser forzosa 
y necesariamente sobre los impuestos de la ordenanza 
anual, como lo dice ula, el artículo 14 de la 
ordenanza contrato. ] ai 

No podría ser de otra manera, ya que no entra. en 


las facultades de una municipalidad establecer impues- 


tos especiales por contrato, y por el término de 10 años, 


en lugar de sancionar anualmente los impuestos gene- 


rales, como lo manda la Constitución de la Provincia 
y la Ley Orgánica de las Municipalidades. Luego, si 
con arreglo a la tantas veces mencionada ordenanza 
«contrato no cabe denuncia aleuna de infracciones por 
particulares y si la ordenanza de 1920 ha sido citada 


- por error por el comisionado, como sostiene el Juez, el 


' decreto que impone la multa de $ 7.000.000 y la acción 
de Blair por cobro de 50 % de esa multa, están funda- 
dos en un error y deben desestimarse, por lo tanto, de 
plano. Pero es el caso que el comisionado dados los 
fines que perseguía en su decreto no ha incurrido en 
ningún error al citar la ordenanza de 1920, porque sin 
ésta se hacía materialmente imposible llegar a la impo- 
sición de la multa. Y tan no ha habido error de parte 
del comisionado al citar la ordenanza de 1920, que 
según se ha visto, entre los considerandos del decreto 


se dice “que de acuerdo con el artículo 115 de la orde- 


Fa 


nanza general de impuestos, todo el que denuncia una 
infracción sea de esa misma ordenanza o de otra, desde 
que el artículo no distingue, tiene el 50 % de la multa 
impuesta?”, de modo que no puede atribuirse a una equi- 
vocación del comisionado la cita que hace de la orde- 
nanza de 1920, puesto que especifica que la denuncia y 
el 50 % a favor del denunciante sólo se autoriza por 
la ordenanza general de impuestos, que no hace dis- 
tinción acerca de que las infraciones se refieran a esa 
ordenanza o a otra. Con ello quiere decir el comisio- 
nado que aun dentro de los términos de la ordenza ge- 
neral caben denuncias a la ordenanza contrato N? 72. 
Para imponer a la Compañía esa multa se hace en efee- 
to ineludible acudir a la ordenanza general de 1920: 
¿qué impuestos que no fueran los de esa ordenanza es- 
taba obligada a pagar la Compañía en el supuesto de 
que fuera lícito a un comisionado poner en vigencia 
la ordenanza de impuestos correspondientes a un ejer- 
cicio anterior? 

Ya se ha visto que la ordenanza anual es el comple- 
mento indispensable a la ordenanza contrato N? 72, en 
lo que respecta a los impuestos, de suerte que no 
existiendo la ordenanza anual sancionada en forma por 
el Concejo, no pueden existir infracciones a una or- 
denanza no sancionada. 

Esto no importa decir, como fácilmente se alcanza, 
que la Cía. haya dejado de pagar los impuestos que eo- 
rrespondían: los ha pagado religiosamente, al centavo, 
durante todo el tiempo que la municipalidad de Ave- 
llaneda estuvo en poder del Comisionado del Poder Eje. 
cutivo; pero ha pagado los impuestos correspondientes 
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Y al abasto local, no así aquellos que gravan las reses des- 
tinadas al consumo de otros municipios, cuya ineons- 
titucionalidad es notoria. 

Por último, dado que la ordenanza contrato N* 72 no 
z - autoriza denuncias de particulares, la denuncia de Blair 

y la participación que se le acuerda del 50 % de -la 
ño multa sólo cabía con arreglo al artículo 115 de la or- 

denanza 1920, que establece: “Todo empleado de po- 

—licía, municipal o particular que denuncie una infrae- 

ción tendrá el 50 % de la multa impuesta, y en caso de 

decomiso de las mercaderías, serán éstas a beneficio del 
' denunciante.?” 


a" 
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Por esto fué que el Comisionado citó la ordenanza 
de 1920 y no por error ni innecesariamente, como ex- 
presa el Juez. Si así fuera, tratándose de un error: se 
impone con mayor razón el rechazo de la demanda Blair. 

“La cuestión relavita a la infracción y a la multa, dice 
el Juez, será materia de examen y resolución en la pre- 
sente sentencia, pero en lo relativo al punto de vista des. 
de el cual se coloca la ejecutada para plantear la causal 
' de inhabilidad, cabe repetir que el caso no es el de autos 
y que la jurisprudencia citada se refiere a cuestión dis- 
pis, ajena o mejor dicho, sin punto de comparación 
, con el sub-lite; en efecto esa jurisprudencia invocada de- 
Mélara la caducidad de las ordenanzas anuales de im- 
puestos y la inconstitucionalidad del decreto de los 
comisionados, poniéndolas en vigencia después de haber 
ellas caducado; el caso de autos se refiere, como se ha 
dicho, a una icon de disposiciones de la ordenan- 
za contrato N* 72 que entró en vigencia en el año 1912 
con término contractual de 10 años. Por ello declárase 
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que la defensa opuesta no contempla ni el título «eje- 
eutivo ni los antecedentes que le sirven de base.?”” 


Si las infracciones a la ordenanza contrato N* 72 en 


lo referente al pago de impuestos únicamente podían 
fundarse en la ordenanza anual como se ha demos- 
trado, parece ocioso insistir en que la jurisprudencia 
citada por la Compañía y a que se refiere el Juez en 
este considerando basta y sobra para declarar nulo el 
decreto del comisionado Noriega y la acción de Blair, 
que es su consecuencia. ? 
Después de otros considerandos tendientes a tl 
ficar la percepción de impuestos no sancionados por 


el Concejo, por parte de los Comisionados, dice el 


Juez: “Si la ejecutada entendió que no debía pagar im- 
puesto de matanza pudo resistir el pago o cuestionarlo 
en forma legal, pero no pudo en ningún momento in- 
fringir la ordenanza en la parte que la obligaba a com- 
probar el lugar de matanza de los animales sacrificados 
en su establecimiento calificado de Matadero muni- 
cipal.” 


Es de observar que ni en la denuncia de Blair, ni 


en el decreto del Comisionado, ni en el juicio fallado 
por el Juez Szelagowsky se trata de ningún impuesto 
de matanza, sino de los impuestos de extracción de 
cueros y de inspección veterinaria por las reses desti- 
nadas al consumo de otros municipios, impuestos eu- 
ya sola enunciación pone de relieve la ineonstituciona- 
lidad notoria de que adolecen y que en casos análogos 


han sido declarados inconstitucionales por la Suprema 


Corte Nacional, razón por la cual, contrariamente a lo 


que expresa el Juez, la Compañía resistió su pago y 
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los ha cuestionado, dando ello lugar al juicio actual- 
- mente en tramitación que le promoviera la Municipa- 
lidad de Avellaneda ante el juzgado del Dr. Casco, 
secretaría del Dr. Nieto, por cobro de $ 1.172.478.77, sien- 
do digno de notarse que en ese juicio además de los 
impuestos de extracción de cueros y de inspección vete- 
- rinaria por las reses destinadas al consumo de otros 
- municipios durante los años 1916 al 1920 la municipa- 
lidad de Avellaneda pretende el pago de los impues- 
tos a las grasas y sus subproductos desde el año 1912 al 
4 1920. Esa demanda que comprende 8 años de supuestas 
infracciones exige el cobro de un millón doscientos mil 
y tantos pesos en juicio ordinario, no ejecutivo como el 
de Blair, llamando muy particularmente la atención que 
por ocho años se demande el pago de un millón y pico 
de pesos, en tanto que la multa del Comisionado Norie- 
ga por una parte de esos impuestos y por sólo un 
- trimestre importa más de 7 millones; esto sólo prueba la 
enormidad del decreto del señor Noriega. 
- Respecto de la infracción en sí misma dice el Juez: 
“La ejecutada no ha alegado en ningún momento la 
a de los hechos constitutivos de la infrae- 
ción por ella cometida y que se consignan detallada- 
Miente en el testimonio de fs. 6. Lia defensa se ha lim1- 
tado a asignar distinta modalidad a esos hechos, pero 
ón se ha resuelto en el: anos precedente 
tales distingos no caben en el caso?” 
3 Es falso que la Compañía Sansinena no. haya alegado 
la inexistencia de los hechos constitutivos de la preten- 
dida infracción: La ha negado ante el propio Comisio- 
nado; la ha negado ante el Ministro de Gobierno de la 
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Provincia; y por último, la ha negado ante el mismo 


señor Juez Szelagowsky, y de todo hay constancia en los 
autos. Pero aun cuando no fuera así, la Compañía San- 
sinena no habría incurrido en ninguna infracción, ya 
que por infracción se entiende la violación de disposi- 
ciones legales cuyo cumplimiento sea obligatorio y los 
impuestos de extracción de cueros y de inspección vete- 
rinaria sancionados por las ordenanzas anuales de la Co- 
muna de Avellaneda son manifiestamente ilegales, no 
revistiendo por eso el carácter de obligatorios, ya que 
“nadie está obligado a hacer lo que la Ley no manda.”” 
En ese sentido si infracción hay que imputar, no es por 
cierto a la Cía. Sansinena, sino a la Municipalidad de 
Avellaneda, que sanciona impuestos abiertamente con- 
trarios a la Constitución de la Provincia y a la Ley 
Orgánica de las municipalidades, cuyo artículo 52, 
inciso 2% establece que el impuesto de abasto se abo- 


nará en el distrito donde se consumen las reses, lo que 


excluye todo otro impuesto que se pretenda aplicar por 
reses destinadas al consumo de otros municipios. 


Por lo demás, el decreto del Comisionado Municipal 


no basta para probar las infracciones que se atribuyen 
a la Cía. Sansinena toda vez que tratándose de una re- 


solución condenatoria de la cual había de beneficiarse 


el municipio que la dictaba, admitir como prueba irre- 
fragable un documento emanado de la propia Comuna 
interesada, equivale a erigir a ésta en Juez y parte lo 
que es racional y jurídicamente inconcebible. No está 


de más decir que el impuesto de inspección veterinaria 


ha sido siempre y continúa siendo abonado por la Com- 
pañía Sansinena al Gobierno de la Nación, en virtud de 


pao, y EPA 


conocidas disposiciones de la ley de Policía Sanitaria, 
existiendo sobradas constancias de este pago en el jui- 


cio promovido por la Municipalidad contra la Compa- 


nía, ante el Juzgado del Dr. Casco, a que se ha hecho 


_ referencia. Respecto de las facultades del Comisionado 


Se 


Noriega para aplicar la multa se dice en la sentencia 
que *“en las facultades del Comisionado conferidas por la 
Ley de Septiembre de 1897 se contienen las atribuciones 
administrativas del Intendente Municipal; de ahí re- 
sulta la imposibilidad de negar al comisionado la fa- 


cultad de aplicar una multa que significa tan sólo el 


cumplimiento de una ordenanza (artículo 69 de la Ley 


Orgánica) y tampoco puede cuestionarse por la misma 


razón la facultad de resolver e interpretar un contrato 
celebrado por la Municipalidad en su calidad de Po- 
der Público, artículo 3.? del Código de lo Centencioso 


- Administrativo) ””. 
En otra parte ya transcripta ha dicho el Juez que 


““en los casos de acefalía de la Municipalidad y, con de- 
terminadas limitaciones, el Gobierno de la Comuna está 
totalmente ejercido por el comisionado municipal, dicho 
funcionario es en ese momento y mientras dure la ace- 
falía la única autoridad municipal”, vale decir que 


“según el juez el comisionado puede absorber todos los 
poderes de la municipalidad y asumir a la vez las fun- 
ciones del Intendente y del Concejo Deliberante, Con- 


trariando ahora esa interpretación el juez equipara las 
funciones del comisionado a las de los intendentes y se 
funda para ello en la ley de Septiembre de 1897. El 
art 2% inciso 1? de esta ley establece que si faltaran a 


la vez el departamento deliberativo y el departamento 
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ejecutivo, el poder Ejecutivo de la Prov. se hará car- 
yo inmediatamente de los servicios locales urgentes mée- 
diante un comisionado especial amovible al que pueda. 
conferirse las facultades administrativas del Inten- 
dente. 


Aparte de que la aplicación de las multas a la Cía. 
Sansinena está muy lejos de ser un servicio local ur- 
gente, se ha visto que el Intendente Municipal carece 
de facultades para poner por sí solo en vigencia la or- 
denanza general de impuestos correspondiente a un ejer- 
cicio fenecido y para la aplicación de las multas decre- 
tadas contra la Sansinena se invoca una ordenanza de 
impuestos correspondiente a un ejercicio anterior, pues- 
ta en vigencia por el comisionado. y 


Pasando a ocuparse de la inconstitucionalidad del 
decreto del comisionado Noriega por violación de los. 
arts. 18 de la Constitución Nacional y 175 de la Cons- 
titución de la Provincia expresa el Juez que “La pre- 
cedente defensa se funda en el hecho alegado por la 
ejcutada de no habérsela oído en el expediente admi- - 
nistrativo en el cual se resolvió la aplicación de la 
multa, denegándosele además un recurso de apelación 
interpuesto en término””. 


“En el presente juicio no procede la investigación de 
los procedimientos seguidos en un expediente adminis- 
trativo. Si esos procedimientos afectan a partes intere- 
sadas éstas pueden hacer valer sus derechos ante 
la- autoridad ¡judicial que corresponda. El testi- 
monio de una resolución administrativa es título há- 
bil para la ejecución cualesquiera sean los supuestos vi- 
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cios de tramitación que contengan las actuaciones ah- 
tecedentes de la resolución administrativa. Cabe agro- 
gar que ninguna prueba se ha producido sobre los pre- 
tendidos procedimientos defectuosos”. Según esto el. 
Juez está obligado a hacer lugar a cualquier ejecución 
aceptando ciegamente el documento que se le presente 
sin admitir discusión sobre su legalidad o alcance. Blair 
necesita, por cierto, esa justicia ciega como la del vie- 
Jo símbolo, pero despojada de la balanza que es su más 
noble atributo. 


En cuanto a la prueba de los procedimientos defee- 
- tuosos del comisionado, ella resulta del decreto que sir- 
ve de base a la ejecución y de las demás constancias 
agregadas a los autos que el Juez no ha considerado dig- 
nas de estudio. 


. El texto del decreto y de la providencia denegatoria 
de los recursos interpuestos por la Compañía aparece 
en ese testimonio y constituye la prueba más concluyente 
de los procedimientos que el Juez llama defectuosos y 
que con justicia pueden calificarse de expoliatorios. 


““La inviolabilidad de la defensa se refiere a la de- 
fensa en juicio, en el debate ante el poder encargado 
de administrar justicia, y no ante el Poder Ejecutivo 
(Político o municipal) que es simple parte interesada”?. 


La garantía constitucional se refiere a la defensa en 
juicio, pero en cualquier clase de juicio y ante cual- 
quier autoridad. Es amplia y no hace distinciones. Im- 
poner una multa de siete millones sin oir siquiera al mul- 
tado, sin ponerlo por lo menos en conocimiento de la 


AS 


denuncia, importa sin duda una violación al principio 
que consagra el art. 18 de la Constitución Nacional. 


Cabe, además, observar que si la Municipalidad es 
simple parte interesada, como expresamente lo reconoce 
el Juez, ¿puede acaso concebirse que un documento ema- 
nado de parte interesada deba aceptarse ciegamente, 
sin admitirse discusión a su respecto? Atribuirle tal 
fuerza significa según antes se ha dicho, erigir a la 
comuna en juez y parte. 


Tercera Excepción: Nulidad de la ejecución 
Por lo que hace a la excepción de nulidad de la eje- 
cución por violación de las formas establecidas en el 
art. 484 del Código de Procedimientos, considera el 
Juez que ““La nulidad alegada se funda en la preten- 
dida circunstancia de no haberse examinado por el 
Juez, el instrumento con el cual era deducida la acción. 


““El sólo hecho de librar el mandamiento de embar- 
go, — continúa diciendo el Juez — conforme lo dispone 
el art. 484 citado, hace presumir, sin la posibilidad de 
prueba en contrario; 


“1% El conocimienito previo que el Juez ha tomado, 
del título presentado por el ejecutante, vale decir, el 
examen del título””, 


“¿Do 


La conclusión que ese examen produce en el 
ánimo del Juez, sobre el carácter de ejecutivo atribui- 
do prima facie al documento incluyéndolo en la enume- 
ración del art, 478”, 
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8% La consecuencia lógica, o sea el mandamiento””. 
Sería, en verdad, muy peligrosa la presunción “¿urls 


et de jure”? de que los títulos ejecutivos por el sólo 
hecho de librarse mandamiento de embargo han sido 


debidamente examinados por el Juez, ya que no siendo 
éste infalible como parece entenderlo el Doctor Szela- 
eowsky, cualquier descuido en que incurriera el magis- 
trado podría engendrar responsabilidades y perjuicios 
muy grandes. 


Mas, lejos de existir al respecto la presunción “juris 
et de jure?” que tan infundadamente se insinúa, la ley 
no sólo admite la posibilidad de prueba en contrario 


acerca de la falta de examen del instrumento con que 


se deduce una acción, sino que autoriza una excepción 
especial fundada en esa causa, sólo que en el caso Blair 


- se requería ese automatismo del magistrado porque a 


poco que se examinara el pretendido título ejecutivo, 
imponíase su rechazo sin más trámite. 


- Luego de sentar que no ha existido la violación de 
las formas alegadas por la Cía. Sansinena, expresa el 
Juez que la ejecutada niega el carácter de instrumento 
público al que sirve de base a la ejecución, sosteniendo 


que no encuadra en la enumeración del art. 979 del 
Código Civil. 
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- Después de referirse a los elementos esenciales que 
se requieren para producir la existencia de un instru- 
mento público declara que el testimonio del comisio- 
nado Municipal es un instrumento extendido por un 
funcionario público, en forma legal y, como consecuen- 


cia, debe asignársele el carácter de instrumento público, 
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conforme a lo dispuesto por. el art. 979 ineiso.2% del 
Código Civil. A A 
' Esta última disposición legal declara instrumento pú- 
blico, en el inciso 2.2 ““Cualquier otro instrumento que 


, 


extendieren los eséribanos o funcionarios públicos en 


la forma que las leyes hubieren determinado?”. 


En el escrito de excepciones del juicio ejecutivo promo-. 


vido por Blair contra la Cía. Sansinena, se ha demostra- 
_do hasta la evidencia la absoluta violación de las leyes 
en que ha tenido que incurrir el comisionado Noriega 
para: imponer la fabulosa multa de 7 millones, de suer- 
te. que resulta irisorio afirmar como lo hace el Juez que 
el referido decreto “es un instrumento público en forma 
legal?”. 


Conviene dejar constancia que al juzgarse la excep- 
ción de nulidad por violación de formas no se menciona 
para nada un fundamento alegado por la Cía. Sansine- 
na, que por sí solo, y prescindiendo de las demás defen- 
sas opuestas, basta para declarar nula la ejecución pro- 
movida con el testimonio del decreto del comisionado 
Noriega. 


El juez ha omitido considerarlo causando así la nuli- 


dad de la sentencia que de acuerdo con el art. 259 in- 
elso 5% del Código de Procedimientos de la Provincia 


debe contener “la aplicación de los principios de de- 
recho con citación expresa de las leyes correspondientes 
a las acciones y excepciones deducidas””. 


“¿La defensa opuesta por la Cía. Sansinena y omitaR ; 


en la sentencia es la que se funda en la improcedencia 
de un decreto para deducir acción ejecutiva por. cobro 
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de impuestos o multas municipales. La Cía. sostuvo y 
continúa sosteniendo que el testimonio de ese decreto 


mo puede de ninguna manera constituir título hábil pa- 


- ra promover la ejecución ya que de acuerdo con el art. 
112 de la ordenanza anual de impuestos en que se funda 
el decreto “los impuestos y multas correspondientes en 
caso de demora se harán efectivos por medio del apre- 
mio prendario”” y según el art. 113 de la misma orde- 
nanza. “El título para el apremio prendario contra los 
que no hubieren pagado algún impuesto será la constan- 
ela de falta de pago expedida por la Contaduría y visto 
bueno del Intendente”” lo que se establece por lo demás, 
en todas las ordenanzas municipales de la República. 


La simple copia del decreto de un comisionado, en 
que para nada ha intervenido la contaduría no puede 
— suplir el verdadero título que exige la ordenanza. Tan 


- ya : . ed Y . . 
-€es así que el mismo decreto del señor Noriega dice en 


su parte final: ““Comisiónase al señor Inspector Grene- 
ral para que notifique por cédula esta resolución y 
con intervención de la Contaduría pase a Tesorería a 


sus efectos””. 


Sin embargo la omisión de tal requisito no ha me- 
recido siquiera los honores de la discusión en la sen- 
tencia, que el Juez tal vez hubiera podido ensayar, em- 
pleando argumentos parecidos a los que le sirven para 
rechazar las otras excepciones de la Cía. Sansinena. 


Resumiendo: La sentencia del Juez Szelagowsky im- 
plica la total derogación de la Constitución y las leyes 
de la República y no en materia de poca importancia 
sino en lo que éstas tienen de más sólido y fundamen- 


TA 
tal. Se desconoce por ella los más claros postulados de 
la razón y del derecho para imponer una condenación 
de más de 3.500.000 de pesos a una empresa que después 
de largos años de lucha y esfuerzo ha logrado conquis- 
tar el rango distinguido que hoy ocupa entre los in- 
dustriales del país. La Cía. Sansinena confía en que, ante 
los Tribunales superiores de la Provincia, no ha de pre- 
valecer el criterio extraviado que inspira la sentencia 
del Juez Szelagowsky, contraria a toda noción de dere- 
cho. Así lo espera para honor de la justicia argentina y 
mientras llega el momento de la sentencia revocatoria 
somete este asunto al fallo de la opinión. 


LA SENTENCIA 


DEL JUEZ 


Dr. HONORIO SZELAGOWSKI 


A Er a Cano e de 1923. 


Autos y vistos. Resultando: 


Lo ¿Con eóha 23 de Agosto de 1922, ante el Juzga- 
número 1, se presentó don Ramón Ballvé García (es- 
rito de fojas 8) invocando su carácter de apoderado - 
le don Germán Blair (poder de fojas 4). iniciando de- 
manda ejecutiva por cobro de pesos contra la Compa- 
ía Sansinena de Carnes Congeladas en mérito a los 
uientes antecedentes: 

4 EA En el año 1911 la Municipalidad de As 
previo convenio con la Compañía Sansinena, dictó la or- 
denanza número 72, erigiendo en único matadero mu- 
n sipal hasta el 31 de Diciembre de 1921, el de propie- 
dad de la demandada. 

Ye E E ES las disposiciones contenidas en los ar- 


na A sara! en la parte que establece la exi- 
ncia de la boleta de control. 
2 pe tanciada la denuncia y, previa comprobación 


OD 


de los hechos, el Comisionado Municipal dictó una reso- 
lución (testimonio de fojas 6) imponiendo a la Compa- 
ñía Sansinena una multa de siete millones ciento un mil 
treinta pesos moneda “nacional y declarando que el ein- 
euenta por ciento correspondía por derecho propio al' 
denunciante. ; 

VI. Apelada la resolución por la Compañía Sansine- 
na el recurso fué denegado, en razón de estar fuera de 
término (testimonio de fojas 6) y no habiendo la Com- 
pañía pagado ni ofrecido pagar la multa, don Germán 
Blair invocando sus derechos y en base al documento 
y antecedentes de referencia inició el presente juicio 
por intermedio de su apoderado. 

VIT. Por auto de fojas 13 se libró mandamiento 
contra la ejecutada, no cumpliéndose en definitiva di- - 
cha diligencia (ver actuaciones de fojas 14 y siguientes). 

VIIL Por sucesivas recusaciones y excusaciones (ver 
autos de fojas 31, 47 y 64) el juicio quedó radicado en 
éste Juzgado (fojas 64 v.). 

IX. A fojas 88, la ejecutada, dándose por intimada 
de pago ofreció bienes a embargo, aceptándolos el eje- 
cutante y anotándose el embargo, según resulta del ofi- 
cio del Registro de la Propiedad a fojas 121. 

A fojas 124, se dictó resolución citando de remate 
a la ejecutada, notificándola en la persona de su repre- A 
sentante don Benito Campos a fojas 125, se desglosó a - 
fojas 263 v. En término éste opuso excepciones a fo- 
jas 126, de las cuales se confirió traslado al ejecutante E 
a fojas... 150 v., evacuada por éste a fojas 152. q 

X. a admisibles las excepciones opuestas 
Fueron recibidas a prueba por auto de fojas 181 y., pro- 
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- duciéndose las que corren agregadas de fojas 186 a fo- 
¿Jas 262, según se expresa en el certificado del actuario 
de fojas 185. | 

Llamados autos para sentencia a fojas 262 v., esta 
providencia fué notificada personalmente a los repre- 
—sentantes de las partes y consentida por éstos. (Ver no- 
tas de fojas 262 v.). 


os CONSIDERANDO: : 


y Primero. — Falta de personería. Opone la ejecutada 
ha excepción de falta de personería en el ejecutante. 
Como fundamento de su excepción alega que la ac- 
E ción debió intentarse en nombre de la Municipalidad de 
Avellaneda conforme a lo dispuesto por el artículo 89 
de la Ley Orgánica de las Municipalidades. 
Hay error en el ejecutado al basar en tal forma una 
| alegación sobre falta de personería ya que la doctrina 
E admite y la jurisprudencia consagra invariablemente 
a como requisito esencial para dicha defensa el que ella 
Be funde en la incapacidad civil de la persona que ac- 
cione o en cualquier impedimento legal que a la misma 
afecte. 
No obstante, la defensa opuesta encuadra en la falta 
Po e acción en el ejecutante y su examen bajo ese aspecto 
se impone, en tanto la admisión o rechazo de una de- 
fensa no depende de la denominación errónea asignada 
por quien la oponga. 
Es exacto que el artículo 89 de la Ley Orgánica de las 
Po Mniciostidades establece que: “Toda acción que ten- 
ga por objeto el cobro de una multa o la aplicación de 


dt 

nombre del Munteipio””. La: precitada disposición res- 
ponde al prineipio de que las demandas no pueden ini- 
ciarse a nombre de los representantes de las comunas, | 
sino a nombre de ésta: y si bien el principio enunciado - 
es hien conocido, nó por ello deja de ser fundamental. 
y de:ahí la: razón que puede y debe haber tenido el le=. 
eislador para consignarlo en forma de disposición con- P 
creta, del mismo modo que en Cuerpos de leyes se con- 
cretan disposiciones que responden a principios de de- 
recho común. e $ 
Como consecuencia, el ejecutante Blair puede aeccio- 
nar personalmente contra la Compañía Sansinena, per- 
siguiendo el cobro del 50 % de las multas que le fuera 
ásienado en su carácter de denunciante de las infrac- 
ciones originarias. 


««Agrégase a esto la circunstancia de expresarse en la $ 
resolución testimoniada a fojas 6 que “Del total de esas | 
multas corresponde por derecho propio, un 50% a la. 
AU SiDo Aaa y el otro 50 % al denunciante. nombra- 
do”. Después de certificar las constancias pertinentes, 
el Comisionado Municipal, agrega: “A petición de don 
Germán F. Blair para la guarda y efectividad de su 
derecho en la forma y ante quien corresponda”?.. : 

La excepción de falta de personería en el actor debe, 
pues, rechazarse, porque aún en la hipótesis de tra- 
tarse efectivamente de la defensa general de falta de ae- 
ción, ella no podría prosperar en virtud de que el « de: 


resulta, precisamente de. los prisep dentes y razones DES - 
cedentemente expuestos. 


Segundo. — Inhabilidad de título. La ejecutada. 


“opuesto también la excepción de inhabilidad «de título 
a jue sirve de base a la ejecución fundando su defensa en 
distintas causales que imponen el examen y solución 
¿por separado de cada una de las cuestiones propuestas. 
Resolución revocatoria del Concejo. — La ejecutada 
afirma la inexistencia del título ejecutivo como conse- 
cuencia de la resolución dictada por el C. D., testimo- 
niada a fojas 257 y que dice: Por cuanto el H. C. re- 
_suelve: 

En Artículo 1? — Que no existe la infracción denuncia- 
da en el expediente letra B. número 2995 año 1922 y 
agregado ya citado, a la ordenanza contrato número 
19 en sus artículos 20 y 21 por cuanto éstos solamente 
| rigen por el faenamiento o sacrificio de animales des- 
tinados a la venta y consumo local y la infracción de- 
“nunciada se refiere a la falta de boletas de reses sacri- 
ficadas para otros municipios y en consecuencia, que 
“la multa aplicada de fecha 22 de Junio del corriente año 
a la Compañía Sansinena de Carnes Congeladas por el 
"Comisionado Municipal don José Víctor Noriega, es 
mprocedente y nula. 

Artículo 2% -- Comuníquese, etc. 

Tres cuestiones distintas quedan e por ra- 
| bs de la precitada defensa : 

fa) Si la resolución invocada se dictó en virtud de 
$ lo dispuesto por el artículo 79 de la ley Orgánica de las 
Municipalidades; +y si. ella tiene el alcance de una revo- 
'catoria de la resolución del Comisionado Noriega. 

! pS - Si con ella han podido .afectarse derechos adqui- 
ridos del ejecutante. 

e) Si, en el supuesto de resultar birinatis iva la res- 
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puesta a las cuestiones precedentes, el C. D. tuvo fa-- 
eultades para dictar dicha resolución y si puede ella 
producir efectos. 

a) De las constancias de autos E 

1% El testimonio de fojas 66 demuestra que, recu- 
rrida la resolución del Comisionado imponiendo la mul- 
ta, el recurso fué denegado en razón de afirmarse por: 
ese funcionario que la referida resolución se hallaba: 


PRA 


consentida. TN 4 

22 En esa situación, la Compañía Sansinena promo-. 
vió demanda contencioso-administrativa contra la re-. 
solución del Comisionado, demanda que no prosperó. 
atento el pronunciamiento de la Suprema Corte de Jus- 
ticia de que instruye el informe de fojas 224. xl 

3% Con anterioridad la Compañía Sansinena se ha-. 
bía presentado al Intedente Municipal de Avellaneda 
pidiendo se dejara sin efecto la multa (resolución del. 
Comisionado Noriega? y en caso denegado, se le con-. 
cediera apelación para ante el C. D. (ver informe de 
fojas 242). > | 

42 El Intendente Municipal de Avellaneda no con. 
vedió el recurso, no se pronunció tampoco sobre su pro-. 
cedencia o improcedencia, y se limitó a elevar el ex-| 
pediente al C. D. para su conocimiento y resolución, | 
según textualmente lo Epa (fojas 242). 3 


única forma en que éste hubiera podido entrar a resol. 
ver sobre la revocatoria solicitada. E 


sobre multa desde que sólo podía hacerlo en el carác- 


ter de tribunal de apelación, entrando a conocer como 


-— consecuencia del reeurso coneedido. 


- Legalmente, la resolución del Comisionado Noriega 
está hoy, bajo ese punto de vista, en la misma situa- 
ción en que se encontraba al expedirse el testimonio de 
fojas 6. 
"Como conclusión de la cuestión a), debe reconocerse 
que la resolución invocada por la ejecutada no se ha 
producido en la única forma establecida por la ley (ar- 
tículo 79 L..O. de las M.) que rige el taso, habiendo el 
C. D. pronunciado una resolución “de oficio”? cuando 
sólo pudo hacerlo resolviendo un recurso de apelación. 
-—b) En el caso hipotético de ser eficaz la resolución 
del C. D. habría, según lo pretende la ejecutada, pro- 
ducido la caducidad de los derechos del ejecutante. 
Cualquiera sea el punto de vista desde el cual la 
cuestión se examine surge la conclusión de que lo re- 
suelto por el C. D. no habría podido producir efectos 
jurídicos sino con relación a los derechos del muni- 
cipio frente a la Compañía Sansinena; más en ningún 
momento podría haber afectado los derechos adquiridos 


- por el tercero (Blair), máxime, habiendo éste iniciado 


la presente ejecución con anterioridad a la resolución 


de la cual se hace mérito, (v. testimonio de fojas 257 
- y cargo de fojas 12 v.). 


Las resoluciones administrativas no pueden ser re- 
vocadas por otras resoluciones del mismo poder simo 
antes de haber producido efectos jurídicos respecto de 
los terceros interesados, es decir, en tanto no hayan 


quedado consentidas y ejecutoriadas. Si se admitiera 


la tésis: contraria, ninguna resolución administrativa 
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tendría validez, pues se hallaría sucesivas posibles re- 
vocaciones por la misma autoridad que las dictara, (doc- 
trina del artículo 5* del Código de Proced. Contencioso- 
administrativo). 

Como consecuencia, el documento base de la presente 
ejecución es válido y puede ser esegrimido por Blair ' 
mientras su nulidad no sea declarada por la autoridad 4 
Judicial. Blair ha adquirido el derecho de accionar en j 
virtud de ese documento y su anulación sólo podría pro- . 
ducirse judicialmente previo debate sobre los hechos. | 


administrativos originarios de la resolución del Comi- 

sionado Noriega. Tal debate se halla excluído de diseu- 

«sión y resolución en este PL Debe rechazarse por ello 
la. defensa de la: ejecutada.. : E 

e) Prescindiendo de las conclusiones a que se. ha 
arribado en las dos cuestiones precedentes debe esta- 
blecerse, si la resolución del C. D. pudo ser válida- 
mente dictada por éste, o por mejor decir, si el C. D. 
ha tenido legalmente facultades para intentar la re- 3 
vocación de un acto del Comisionado Municipal. 

En los casos de acefalía de la municipalidad y con 
determinadas limitaciones, el gobierno de la comuna es- 
tá totalmente ejercido por el Comisionado Municipal; 
dicho funcionario es en ese momento y mientras dure, la 
acefalía la única y exclusiva autoridad municipal. 

Cabe preguntar entonces si en semejante situación 
puede apelarse de las resoluciones del Comisionado del : 
.P. E. y concederse. el recurso para ante el €, D. no, 
«constituido. «+ . E | e e RN 
«La, respuesta aa Te e posibitldadd a 
- que las resoluciones adoptadas por los Comisonados End 
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ran sometidas a nuevos pronunciamientos por la rama 
- «deliberativa. Enuneiar la hipótesis equivale a dar la res- 
- puesta negativa. Lias facultades del Comisionado -tie- 
an su primer origen en el artículo 211 de la Constitu: 
ción de la Provincia; concordante con esa cláusula, 
el artículo 40 de la Ley Orgánica de las Municipali- 
dades autoriza la intervención del P. E. para convocar 
a elecciones en los casos de acefalía. La ley de 9 de 
Septiembre de 1897 prevé en su artículo 2% inciso 12 
el caso en que faltasen a la vez ambos departamentos y 
Di - “dispone que el P. E. se hará cargo de los servicios loca- 
-Aes urgentes, mediante un comisionado especial a quien 
se confieren las facultades administrativas del Inten- 
dente Municipal. 
Las precedentes disposiciones legales revelan que 
E euando falta el D. E. y el D. D. el representante del 
-—P. E. es la única autoridad legal que gobierna la co- 
- muna, dentro de la órbita de sus atribuciones. Siendo 
ello así no puede admitirse que de las resoluciones del 
3 Comisionado se recurra para ante una autoridad futura. 
Ningún recurso puede prosperar sino cuando se in- 
- terpone con respecto a la resolución de un poder y au- 
-—toridad existente al tiempo de la interposición del re- 
-eurso. Sería absurdo recurrir para ante una autoridad 
futura en razón de que ella no reviste tal carácter al 
“tiempo de la apelación y porque en tal oportunidad no 
- existe otro poder con capacidad para pronunciarse le- 
-— salmente acerea del asunto sometido a decisión, sino 
esa única autoridad que adopta la resolución, esto es, el 
h. Comisionado del P. E. 
No quiere esto decir que las resoluciones de los Co- 
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misionados Municipales sean irrecurribles, desde que 
existiría siempre el amparo de la acción contencioso- 
administrativa, sino tan sólo que de las resoluciones de 
los comisionados no puede apelarse para ante un C. D. 
mexistente. 


Fuera de lo expuesto puede agregarse que los artí- 
culos 87 y 88 de la Ley Orgánica de las Municipalida- 
des al referirse a las resoluciones administrativas con- 
firmadas por el C. D. y acordar acción contencioso-ad- 
ministrativa para ante la Suprema Corte previa dene- 
vación del C. D. no han tenido en vista las resolucio- 
nes de los Comisionados Municipales sino la de los In- 
tendentes puesto que aquellos funcionarios fueron crea- 
dos recién por la Ley de 1897 posterior a la Ley Orgá- 
nica Municipal; esta última sólo contiene el artículo 40 
que prevé el caso de acefalía pero no crea los comisio- 
nados municipales. 


El C. D. ha carecido por consiguiente de facultades 


legales para pronunciarse sobre la validez de la reso- 


lución del Comisionado Norlega.. 


Sintetizando las precedentes consideraciones declá- 
ranse improcedentes las defensas opuestas en esa parte 
por la ejecutada: primero; porque la resolución del €. 
D, no tiene el alcance de un pronunciamiento producido 


en legal forma por vía de recurso concedido y resuel-, 


to. Segundo. Porque la misma resolución no ha podido: 
afectar derechos adquiridos del tercero ejecutante. Ter- 
cero; Porque el C. D. ha carecido de facultades para 
rever el decreto del Comisionado. 


Así se declara. 


e. 


. 


e 
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- Tercero, — Inconstitucionalidad por violación de los 
artículos 205 inciso 5* y 175 de la Constitución. 

La inhabilidad del título que sirve de base a la eje- 
cución se funda también por la ejecutada, alegando que 
la resolución del Comisionado Noriega viola preceptos 
de los artículos 205 inciso 5% y 175 de la Constitución de 
la Provincia. Se refiere la ejecutada al fundar su excep- 
ción a la ordenanza de impuestos del Municipio de Ave- 


- lHaneda correspondiente 'al año 1920 y puesta en vigen- 


cla por el Comisionado Noriega, para el año 1921 por 
«Alecreto de 22 de Enero del mismo año. 

Hay error al citar los antecedentes de referencia: no 
se trata en este juicio, de caso aleuno relativo a im- 
puestos determinados por una ordenanza anual, ni el 
ejecutante invoca infracción aleuna a esa ordenanza, 
<omo fundamento de su derecho. La infracción come- 
tida lo ha sido de disposiciones de la ordenanza contrato 


-— número 72 y la multa es consecuencia de dicha infrae- 


cón y de la sanción impuesta en forma expresa por la 
misma ordenanza. Puede sin embargo explicarse ese 


error teniendo en cuenta que la resolución del Comisio- 
Ñ 


nado cita innecesariamente la ordenanza de impuestos 
de 1920 para determinar la infracción. 
La cuestión relativa a la infracción y a la multa será 


materia de examen y resolución y en la presente sen- 


tencia, pero, en lo relativo al punto de vista desde el 


cual se coloca la ejecutada para plantear la causal de 


inhabilidad, cabe repetir que el caso no es el de autos 


4 y . . . . UA o 
— y que la jurisprudencia citada se refiere a cuestión dis- 


tinta, ajena o mejor dicho, sin punto de comparación 
<on el sub-lite; en efecto: esa jurisprudencia inv. vada, 


— 69 — a 


declara la caducidad de las ordenanzas anuales de im-' 
puestos y la inconstitucionalidad del decreto-de los eo- 
misionados poniéndolas en vigencia, después de haber 

ellas caducado; el caso de autos se refiere como se - 
ha dicho a una infracción de disposiciciones de la or- 
denanza, contrato número 72 que entró en vigencia en | 
el año 1912 con término contractual de diez años. Por : 
ello. declárase que la defensa opuesta no contempla ni. 
el título ejecutivo ni los antecedentes que le sirven de 
base. 


Cuarto, — La ordenanza número 72. — A fojas 28 del 
expediente sobre pedido de quiebra de la Compas 
Sansinena tramitado por la secretaría número 5 y que el 
Juzgado tiene a la vista, corre agregada copia de la 
escritura de la ordenanza número 72 que es al propio 
tiempo un contrato celebrado entre la Municipalidad - 
de Avellaneda y la Compañía Sansinena. En dicha es- 
critura se consigna el antecedente que sirve de determi- 
nante a la ordenanza contrato y que se concreta en: 
“la necesidad de reconcentrar en un solo sitio la matan- 
za de los animales destinados al consumo, a fin de evi- 
tar los peligros que entrañaba para la salud pública la 
existencia de mataderos particulares en pésimas con- | 
diciones de higiene””. Al contratar y al dictar imposicio- 
nes de efecto general mediante la referida ordenanza, 
la Municipalidad ejercitó facultades inherentes a su ca- 
rácter de poder público ya que resolvió cuestiones re- 
lativas al servicio público de mataderos conforme a 
las atribuciones expresas conferidas por la ley. (Artí-. 
culo 47 incisos 10, 12, 13, 30, 39 y 38 de la ley Orgánica. 


h.> 
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Constitución de la Provincia). 
Dictada en uso de atribuciones y facultades legales, 


«le las Municipalidades y 202 y 204 incisos 42 y 6? de la 


la referida ordenanza por razón de su especial natura- 
leza contiene disposiciones netamente contractuales que 


reglan relaciones de derecho entre la Municipalidad y la 
Compañía Sansinena y contiene además, disposiciones 


de orden general, de observancia por todos los habitan- 


tes del Municipio y con fuerza de ley. 

Este último carácter revisten claramente los artícu- 
los 1, 19, 20, 21 y 22 de la Ordenanza de referencia. 
(V. Fit de aniebra, fojas 28; en este juicio informe 
de fojas 241 y Digesto PDAl de Avellaneda, pá- 


gina 240). 


d 


, 
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El cumplimiento y aplicación de todas las disposicio- 
nes de la ordenanza, correspondía al Intendente y a fal- 


ta de éste, al Comisionado Municipal (artículo 69 y 71 
- «le la Ley Orgánica y 2% de la ley de 9 de Septiembre 


«le 1897). 
El título ejecutivo tiene por consiguiente una causa 


legal en tanto se atribuye su origen en disposiciones de 
sE ; E 


la ordenanza comentada, dictada en uso de atribucio- 
nes indiscutibles de autoridad competente. 
Quinto. — La infracción. — Como se ha dicho, la de- 


terminante de la ordenanza contrato número 72 ha sido 


la centralización de la matanza en el Frigorífico “La 
Negra?”, calificado con exactitud de '“matadero mu- 


—_nicipal”?, el cierre de los mataderos particulares y la 


prohibición de la matanza clandestina. 
Lógico era pues, que para hacer efectiva esa prohi- 


bición y, en beneficio de ambos contratantes y del ser- 
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vicio público reglamentado, la Municipaldad adoptara 
distintas medidas: las unas de contralor para evitar la. 
matanza clandestina y las otras de carácter penal para 
castigar las infracciones. 

Como requisito esencial para comprobar que. la ma 
tanza se efectuaba en el matadero municipal, el artícu- 
lo 20 de la ordenanza creó una boleta de control con 
dos efectos distintos y separables: Primero. Justifica- 
ción, del hecho de haberse realizado la matanza en el 
matadero municipal; Segundo: Certificación sobre la 
circunstancia de haberse pagado los impuestos munici-. 
pales correspondientes. Que los dos requisitos preci- 
tados son distintos y separables lo demuestra la eir-. 
cunstancia de regirse el uno por el contrato mismo y el - 
otro por la ordenanza anual de impuestos. Tan es ello. 
así, que puede plantearse el caso de exensión de im-- 
puestos anuales a la matanza y aún el de caducidad de 
la ordenanza anual; en tal caso las boletas de control. 
serían siempre imprescindibles, atenta la exigencia de 
la ordenanza relativa a la comprobación del lugar de - 
la matanza. 

Si se admitiese la tésis de la ejecutada, en el supues- 
to de no existir impuestos a la matanza por exensión 
o caducidad de la ordenanza respectiva, la matanza 
clandestina se habría hecho inevitable desde que, des- 
aparecidas las boletas de control, a la Municipalidad 
le sería imposible determinar el lugar de la matanza 
y con ello habría quedado desvirtuado el propósito 
esencial de la ordenanza número 72. 


M 
7. 


La ordenanza general de impuestos para el año mil 
novecientos veinte, contenía como las anteriores, dispo- 
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siciones relativas a impuestos municipales por concep- 
to de: mataderos, derechos de introducción, cueros e 
¡Inspección veterinaria; esto es, los impuestos municipa- 
Ke les cuyo pago debía justificarse en la boleta de control. 
La falta de pago de esos impuestos municipales hacía 
4 incurrir al infractor en multa de veinte pesos por ex- 
presa disposición del artículo 13 de la ordenanza anual. 
Esas infracciones y esas multas son absolutamente 
distintas de las infracciones y multas determinadas por 
la ordenanza número 72, en sus artículos 19, 20 y 21. 
Sila ejecutada entendió que no debía pagar impues- 
to de matanza, pudo resistir el pago o cuestionarlo en 
forma legal pero no pudo en ningún momento infringir 
la ordenanza contrato, en la parte que la obligaba a 
comprobar el lugar de matanza de los animales sacri- 
j ficados en su establecimiento, calificado de “Matadero 
4 Municipal”. 

Ningún distingo determina la ordenanza, en cuanto 
E la boleta de control se refiere, para el caso en que se 
trate de animales sacrificados econ destino a otro muni- 
_cipio y esto es lógico, si se tiene en cuenta el propósito 
mismo de la ordenanza, es decir, la centralización y 
vigilancia de la matanza, sea cual fuere el destino de 
Jos animales sacrificados. También en esta parte es inad- 
=misible la teoría de la ejecutada desde que, la falta de 
boleta de control induciría a alegar la cireunstancia de 
"tratarse de reses sacrificadas con destino a otros muni- 
—eipios, para eludir el contralor de la autoridad mu- 
1 pipa! 

Como pena a la infracción el Asnlo 19 de la orde- 
! nanza número 72 establece las multas siguientes: $ 50 


== 


por cada animal vacuno; $ 30 por cada porcino y $ 20 
por cada lanar. Esas multas son aplicables por el artí- 
culo 21 a los que infrinjan el artículo 20 esto es, el 
retiro de reses faenadas sin boleta de control, estable- 3 
ciéndose en el mismo artículo 21 la responsabilidad ex- | 
presa de la Compañía Sansinena, 


Como se ve, la infracción alegada por la ejecutada 
y la multa consecuente están determinadas en la orde- : 
nanza número 72 y cabe a su respecto asignarles el al- 
eance que se pretende darles en esta ejecución. S 


Sexto. — Hechos constitutivos de la infracción. — La * 
ejecutada no ha alegado en ningún momento la inexis- 
tencia de los hechos constitutivos de la infracción por: 
ella cometida, y que se consignan detalladamente en el 
testimonio de fojas 6. La defensa se ha limitado a- 
asignar distintas modalidades a esos hechos pero, según 
se ha resuelto en el considerando precedente tales dis- ] 
tineos no caben el caso. : 

Así se declara. 

Séptimo. — Aplicación de la multa. Se pretende la- 
carencia de Tacultades en el Comisionado para aplicar 
la multa cuyo cobro se persigue. 

En las facultades de los Comisionados conferidas por 
la ley de Septiembre de 1897 se contienen las atribu-: 
ciones administrativas del Intendente Municipal; de ahí 
resulta la imposibilidad de negar al Comisionado la fa- 
cultad de aplicar una multa que significa tan sólo el: 
cumplimiento de una ordenanza. (Artículo 69 de la ley. 
orgánica) y tampoco puede cuestionarse por la misma 
razón la facultad de resolver o interpretar un contrato 
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celebrado por la iepaidad en su carácter de poder 
público. (Artículo 32 del Código de lo Contencioso Ad- 
_ministrativo ). | | 
El Comisionado Noriega ha procedido por consiguien- 
te en uso de sus facultades y dentro de sus atribucio- 
nes al declarar producida la infracción y al aplicar la 
multa. 

Así se declara. 
Octavo. — Inconstitucionalidad por violación de los 
artículos 18 de la Constitución Nacional y 175 de la 
Constitución de la Provincia. 

La precedente defensa se funda en el hecho alegado 
por la ejecutada, de no habérsela oído en el expediente 
“administrativo en el cual se resolvió la aplicación de 
la multa, denegándosele además un recurso de apelación 
interpuesto en término. 

En el presente juicio no procede la investización de 
los procedimientos seguidos en un expediente adminis- 
trativo. Si esos procedimientos afectan a partes intere- 
isadas, éstas pueden hacer valer sus derechos ante 14 
autoridad judicial que corresponda. El testimonio de 
una resolución administrativa es título hábil para la eje- 
-cución cualesquiera sean los supuestos vicios de trami- 
tación que contengan las actuaciones antecedentes de 
la resolución administrativa. Cabe agregar que nin- 
“guna prueba se ha producido sobre los pretendidos 
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La cuestión relativa al recurso de apelación inter- 
puesto contra el decreto del Comisionado Noriega ha - 
sido estudiada y resuelta en el considerando segundo; 
sólo cabe aquí reproducir aquellas consideraciones. > 

Por esto deben rechazarse las defensas opuestas por 
la ejecutada y que:han sido tratadas en este conside- 
rando. , 

Noveno. — Nulidad de la ejecución por violación de - 
las formas establecidas en el artículo 484 del Código de g 
Procedimientos. 3 

Bajo este epígrafe, la ejecutada opone dos excepcio- 
nes distintas: la primera efectivamente es la de muli- - 
dad y la segunda es la de inhabilidad de título, fundada 
en la alegación de no estar comprendido en la enume- 
ración del artículo 478 del Código de Procedimientos el: 3 
título en cuya virtud se acciona. -y 

La nulidad alegada se funda en la pretendida cir- 
cunstancia de no haberse examinado por el Juez, el q 
instrumento eon el cual era deducida la acción. ¿3 

El sólo hecho de librar el mandamiento de embargo 
conforme lo dispone el artículo 484 citado hace presu- 
mir, sin la posibilidad de prueba en contrario: 3 

1 El conocimiento previo que el Juez ha tomado, del 
título presentado por el ejecutante, vale decir, el exa- 
men del título. ¿ 

22 La conclusión que ese examen produce en el 3 
mo del Juez, sobre el carácter de ejecutivo atribuido 
prima facie al documento, incluyéndolo en la enume- 
ración del artículo 478. E 

32 La consecuencia lógica, o sea el mandamiento. 
El auto de fojas 13 demuestra: el examen del docu- 


ENE 


- mento conforme a lo dispuesto por el artículo 484 citado 
y la conclusión de estar comprendido en la enumera- 
ción del artículo 478. (Véase en el mismo auto la cita 
hecha del artículo 993 del Código Civil). 
= Demostrado que no ha existido la violación de for- 
mas pretendida por el ejecutado, debe rechazarse- la 
excepción en esa parte. 
Décimo. — Calidad del instrumento base de la ejecu- 
ción, 
E La ejecutada niega el carácter de instrumento pú- 
blico al que sirve de base a la ejecución sosteniendo 
ad que no encuadra en la enumeración del artículo 979 del 

Código Civil. 

. Tratando esta cuestión, Ricci, T. 14 página 147, afir- 
- Ma que son cinco los elementos esenciales para produ- 
cir la existenca de un instrumento público. 

a) Existencia de un funcionario público. 

b) Acto autorizado por ese funcionario. 
1 ec) Que el acto autorizado sea de su competencia. 
po -d) Que se observen las formalidades preseriptas por 

¿la ley. 
e) Que el acto se autorice en el lugar donde el fun- 
E cionario ejerce sus funciones. 
-— Aceptando la precedente teoría, habrá de examinar- 
se el documento de fojas 6 a afecto de asignarle el 
carácter que corresponda. 

a) El documento de referencia se hala suscripto por 
don José Víctor Noriega, Comisionado Municipal de 
Avellaneda, esto es, un funcionario público designado 
por decreto del Ejecutivo de la Provincia con fecha 253 
de Mayo de 1922 de acuerdo con las facultades confe- 
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ridas por la ley Orgánica Municipal, la ley de Septiem- 
bre de 1897 y el artículo 211 de la Constitución de la 
Provincia. Existe pues, el funcionario público. 

b) El acto es autorizado por el mismo Comisionado 
José Víctor Noriega y legalizada en forma su firma a 
fojas 7. : 

c) El acto autorizado se refiere a una resolución ad- 


ministrativa dictada por el Comisionado en uso de atri- 


buciones. 


En su carácter de único representante de la Munici-- 


palidad es de competencia del Comisionado, como lo 


es del Intendente Municipal la autorización de todos - 
los documentos que contengan una resolucón del po- ' 


der municipal. (Artículos 69 y 80 inciso 5* y 13 de la 
Ley Orgánica Municipal). 


d) En la expedición del testimono de fojas 6 se A 
han observado las formalidades legales ya que en él. 


se contiene la copia de las resoluciones administrativas, 


la circunstancia de su notificación a los interesados, 
la certificación sobre el hecho de estar consentida y la 
certificación sobre el hecho de no haberse pagado ni 


ofrecido pagar la multa impuesta. 


e) El acto ha sido autorizado en la ciudad de Ave- A 
llaneda, vale decir, en el lugar donde el funcionario | E 


público ejercía sus funciones. 
De la precedente exposición, resulta claramente que 


el testmionio de fojas 6 es un instrumento extendido por * 
un funcionario público, en forma legal y, como conse- 3 


cuencia, debe asignársele el carácter de instrumento pú- 


blico conforme a lo dispuesto por el artículo 979 inciso h 


2% del Código Civil. 
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Las defensas de la ejecutada deben también recha- 
7arse en esta parte. 
+ Undécimo. — Atento a lo dispuesto por el artículo 
941 del Código de Procedimientos, las costas deben 
imponerse al vencido, a quien también debe condenarse 
- al pago de intereses. (Artículo 508 del Código Civil). 

Por los fundamentos y citas legales expuestas, fallo: 

1? Ordenando se lleve adelante la ejecución has- 

ta hacerse al acreedor íntegro pago del importe recla- 
mado de tres millones quinientos cincuenta mil quinien- 
tos quince pesos moneda nacional. 

22 Condenando a la ejecutada al pago de intereses 
a estilo bancario desde la fecha de la intimación de 
pago. | 

32 Imponiendo las costas a la ejecutada a cuyo efec 
to regulo el honorario del doctor Antonio C. Frers en 
la suma de veinte mil pesos moneda nacional y los de- 
rechos procuratorios de don Ramón Ballvé García en la 
de siete mil pesos de igual moneda. Rep. las fojas. H. 
Szelagowsky. Ante mí: C. Díaz Cisneros. 


$ 


E 


sr 
” ; s +l 
Ñ 
- 
£ 
y 
1 > 
i 
4 
run 
. 
A ie 
, 
. ” 
ñ ñ 
£ 
. E -» 
% o 
» 
S e 


AT 


Wa. 13dVHO LY: N 30 


